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INTROOUCCION 

Como ya es de saberse, la controversia constltuclonal en cuanto al 

no ejercicio de la acción penal del Ministerio PúbHco ha 1ldo un constante 

debate a lo largo de la historia antes de la Reforma de 1917 y después 

de ésta, que ha perdurado hasta la reciente reforma de 1994, causa por 

lo cual, este trabajo de Investigación trata de darle un enfoque real a la 

Interpretación del articulo 21 Constltuclonal, ya que si bien es cierto que 

este articulo es contemplado como una de las garantlas Individuales que 

la Constitución otorga a los ciudadanos que se encuentren dentro del 

Territorio Mexicano. Mismas que constituyen una llmltación al Poder de 

Estado, ya que siendo la misma Constitución la que da el reconocimiento 

a esos derechos que al ser violados por alguna autoridad, el quejoso tiene 

el derecho de Impugnarse mediante el juicio de amparo. 

El articulo primero de la Ley de Amparo menciona que el juicio 

tiene por objeto resolver las controversias que se sueltan por actos de 

autoridad que Violan las garantlas individuales. 

Atendiendo el citado artlculo es necesario cuestionar si la negativa 

del Ministerio Público por el ejercicio de la acción penal, constituye un 

acto de autoridad. Remitiéndonos a los diversos criterios de tratadistas 

en la materia sobre el cuestlonamlento, de que si es o no un acto de 

autoridad, llegamos a la conclusión, de que por ser un representante del 

Estado, actúa en el ejercicio de una atribución Pública cuyo Imperio es 

Indudable, y tiene por ende el ejercicio de la acción penal, dlrlamos----



entonces que al Ministerio Público al abstenerse de ejercMar la acción 

penal esta realizando un acto de autoridad. 

A través de tiempo se ha cuestionado la manera de regular esta 

actuación del Ministerio Público hecho por al cual, el debate Constttuclonal 

que se llevo a cabo en el mes de diciembre de 1994, en donde proponen 

la posibilidad de que las resoluciones del Ministerio Público sobre el no 

ejercicio de la acción penal puedan ser Impugnadas por vla jurisdiccional, 

ll!<llrso que a la fecha todavla no regula el código de procedimientos 

penales. 

Sin embargo se deberla cambiar el criterio que tiene la 

jurisprudencia de la Corte, sobra la Improcedencia del juicio de amparo, 

toda vez que se ha palpado la necesidad de regular esta actuación del 

Ministerio Público, por que no dando una debida interpretación al artlculo 

21 se diera paso al Juicio de Garantfas. 



CAPITULOI 

GENERALIDADES DEL AGENTE DEL MINISTERIO 

PUBLICO 



CAPITULO! 

A) EL MINISTERIO PUBUCO 

l. DEFINICION 

Para poder tener una definición del Minillerio Pílblico, debemos 

atender a sus funciones e&e!Klialn, como lo 1J1111eja Héctor Fix-Zunudio, 

que lo oxpresa de la siguiente l1lllKll1l "ea un organismo del Eñado que 

realiza funciones judiciales, ya 1ea como parte o como BUjeto lllXiliu- en 

la divCTBas ramu procesales, especialme!Xe, en la penal, y que 

cont~oráneamente efectúa actividades adminildralivu, como c01111ejero 

jurfdico de las autoridades gubemunentaln, realim la def-a de los 

intereses patrimoniale& del Estado o tiene encomendada la defenn de la 

legalidad" (1). 

Si bien es cierto que es un organismo del Estado y que realiza 

funciones judiciales ya sea como parte o como sujeto en las diversas 

ramas procesales, y que también tiene encomendada la defensa de la 

legalidad, entonces hablarlamos que el Ministerio Público tiene autoridad 

Aut6noma, ya que el Estado proporciona ese "poder" como funcionario 

público. 

Tratando de intep una definición la más exacta posible 

encontramos que para Rafael de Pina "el Minillt«io Público ea un cuerpo 

de funcionarios que tienen como actividad oaracterfstica, aunque no 

1) r~z.muoto H6ttor runcion conett1..1C1on111111 M P. Anu1no Ju~co, UNAM, vr1110. P. t 5.S. 
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única, la do promover el ejercicio de la juri1dicción, en 101 cuo• 

pnelllablecidos, personificando el interés público oxiltcúe en el 

CUJ11>limiento de esta fimción eltatal" (2). 

EmenderilllllOs entonces que el Estado proporciona al Miniaterio 

Público entre otras atribuciones la facultad do investigación de los 

delitos, como elemento integrador para el proceso jurisdiccional. 

Para Colln Sánchez "el Ministerio Público es una institución 

dependiente del Estado (Poder Ejecutivo) que actúa en represernción do 

interés social en el ejercicio de la acción penal y la tutela social, en todos 

aquellos cuos que le asignan las leyes" (3). 

Podemos decir entonces que el Ministerio Público es una 

inltitución para pedir y auxiliar la pronta administración en nombre de la 

sociedad y para defender ante los tribunales 101 interese• de ellta, en 101 

c&101 y por los medios que seftalan las leyes. 

2. NATURALEZA. 

Poci1arnos decir que no obstante las mayores garantlas aseguradas 

al Múúaterio Público por la ley y por el articulo 107 do la COllltitución 

puede mantenerse en firme la definición del Múústerio Público como 

órgano a<binilllrativo. 

(1) De Plnl R•el. Olet/Ofllf'fa Ge DttethO. Eli. Pomla, lifl!X. 1987. P. 271. 

<') Co&ln SlncnezGUlllenno. DttethoMalceno Oe Pro"°"""'*' Penllu.ea. PonQe Mh, 1979. p, 86. 
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Cabe obaervar que el articulo l 02 de la COllltitución remite a la 

ley sobre el ordenamierto judicial, la indicación de lo1 tnl8illrado• 
invelltido de funciones jurildlccion1le1; esto pomia significar que no hay 

11111 toma de posición por parte de la collllitución en orden a la 

defir.ición de la jurisdicción. 

Para ROV ANNI LEONE menciona que deben coriemplme los 

Bi!Jllienlea tres argumentos: 

"PRIMERO: La presencia en el Proceso de la posición del 

Ministerio Público rel!pecto del juez, debe ante todo llevar a excluir la 

identificación de la naturaleza jurídica de ambos 111jeto1. En otras 

palabras, si el juez y el Ministerio Público ejercisen las miB1111111 funciones 

(a saber, las funciones jurisdiccionales), no 1e explicarla la necesidad de 

una distinción de posiciones y de poderes: en particular no se explicarla 

porque la acción penal haya sido atribuida al Ministerio Público, y el 

juez haya quedado en la posición estática de quien no puede poner en 

movimiento el mecanismo procesal sin el ejercicio de la acción penal por 

parte del Ministerio Público. 

SEGUNDO: En Ministerio Público presenta un requerimiento: el 

cual, en primera imtancia, esto es, como promoción de la acción penal y 

actos a ella correlativos, se reduce a una mera demanda de decidir 

acerca de una totitia criminie; pero en la fue de las impupciones tiene 

un contenido especifico, a eaber, se presetta como una demanda de 

reforma o de anulación. 
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TERCERO: Aun requiriendo c0111iderar el conjunto emcro de 

funciones del Ministerio Público a través del prisma do la necesidad de 

orden técnico y dialéctico, so perfila siempre Wl8 distinción do funcione• 

y do poderos OIVe Ministerio Público y Juez, que irq>ldc 11 subsunción 

de unbos en la jurisdicción't4). 

Analii.ando la pollura de JJOV ANNI L. respecto a los argumentos 

mencionados, podemos concluir diciendo que el Ministerio Público, 

af111t111, propone, demanda; el juez acepta, dispone, concede. El 

Ministerio Público asume, pues, y mlllllicne el comportamiento de un 

Óf8BllO de la administración Pública, que para la defensa del patrimonio 

de ella, se encuentra implicado en el proceso. 

De tal modo que quedaría salvaguardando los intereses propios del 

mismo, y a la vez el patrimonio del perjudicado, quedando asl como un 

servidor público ó mejor dicho como una institución digna de fe. 

3. CARACTERISTICAS 

Entre las peculiaridades del Ministerio Público como Institución 

que representa al Estado enconlramos las siguientes por ser las que 

caracterizan a esta Institución: 

1) Unidad, 

2) Indivisibilidad, 

3) Imprescindibilidad, 

<•> JIOVMNI LEONE. TJMtdo oe oerecno Proceur Pe1111. Tomo~ 1 sas. p, 21 c 



4) Prerrogativas 

5)BuenaFe. 

1) Unidad, para Juventíno V. Castro dice "el Ministerio Público 

cOlllltituye una unidad en el sentido de que todas las personas flslcu que 

componen la institución se consideran como miembros de un solo cuerpo, 

bajo una sola dirección". Para F.milio Portes Gil expresa entre otros, el 

concepto de que fallándole al MiniL'lorio Público la unidad "su función 

es anárquica y dispersa, y la amplitud de facultades que la constitución 

ha dado a la institución, lejos de ser ben6fica, resulta perjudicial", y 

pugnaba porque los 118entes del Ministerio Público sean funcionarios, 

además de capaces técnicwnente, responsables en su trabajo, y 

dispuestos a coordinar su esfuerzo con el de sus compalleros, pars lograr 

la unidad de la Institución'.' (5). 

Entonces diríwnos que la unidad de el Ministerio Público es uno, 

porque representa a una sola parte: La sociedad. De aquf el axioma de 

que a pluralidad de miembros corresponde la indivisibilidad de funciones. 

Ahora bien, los representantes del Ministerio Público que 

intervinieron en una causa pueden ser muchos y de diferentes 

adscripciones y aún jerarqufas; pero su personalidad y representación es 

siempre única e invariable, porque es la misma y única persona 

representada. Aún podrla suceder que unos agentes sustituyan a otros 

en el curso de un proceso y aún durante la práctica de una sola diligencia 

sin formalidad alguna. Esto quedaria como teoría porque bastada el 

(5)J1Ntn1nov. castro. El 11r1 P. en Mextcol\lntlOnesyatsftmctones 1•eo1c1on, 1990, EO. Poml1111ex.. P. 21. 
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carácter de represemanto social para poder intervenir en toda clase de 

procesos y de osta fonna seriar. asipdo1 en cada uno a determinados 

tribunales o territorios. 

2) Indivisibilidad, para Juventino V. Cutro "el Misterio Público os 

indivisible en el 1enlido de que me cualquier tribunal y por cualquier 

oficial que la ejercite, el Ministerio Público representa a una sola y 

misma persona en instancia: la Sociedad o el Estado . 

Cada uno de ellos en el ejercicio de su11 funciones representa a la 

penona moral y del Ministerio Público como si todos sus miembros 

obraran colectivamente. De la pluralidad de los miembros, corresponde 

la indivisibilidad de la Institución: Unidad en la diversidad.(6). 

Al igual que la unidad, la indivisibilidad atiende a su principio de 

obrar para uno solo, ya sea que trabajando en unión o por persona el 

Ministerio Público atenderá de igual manera a los Gobernadores, esto es, 

que el Ministerio Público no puede obrar en parte privada, sino que todos 

sus miembros se conjuntarían (en deber) para consolidar la Institución. 

3) lmprescindibilidad, el Ministerio Público es imprescindible, ya 

que ninaún tribunal penal puede funcionar sin que haya algún agente del 

Ministerio Público en su adscripción. Ningún proceso puedo seguirse (ni 

aún prácticamente iniciarse según lo antes dicho) sin la intervención del 

Ministerio Público. Todas las resoluciones del Juez, o tribunal se le 

notificaran. 

(e} Jwent1no v. CHtro. El M P en tH.ico runc1on11 y at1rut1on11 1•ee11e1dn, 1 lto, ea. PonUa. Mtl, p. 30 
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El Ministerio Público es parte imprescindible en toda cau1a 

criminal, en representación de la Sociedad y au falta de apenonamiOJio 

oportuno (se entiende apersonamiento legal, no material) en cualquier 

aaunto, notificarla cualesquiera resolución consiguiente. 

Entendiendo lo antes expuellto podemos decir que el Ministerio 

Público como Institución es parte modular en cualquier asunto de tipo 

criminal o de carácter punitivo, es decir, que el Ministerio Público queda 

obligado por el Estado a participar en la averiguación correspondiente 

haciéndolo a este, parte integradol'll del asunto de que se trate. 

4) Prerrogativas, en este punto veremos el cargo allejo de la 

dignidad del Ministerio Público que serán los siguientes: 

a) Independiente. 

b) Irresponsabilidad. 

c) lrrecusabilidad. 

a) Independiente, podemos decir que el Ministerio Público es 

independiente de la jurisdicción a que esta adscrito, de la cual por razón 

de su oficio no puede recibir ordenes ni cetlSIJflls porque en virtud de uns 

prerrogativa personal, ejerce por si, sin intervención de nilJ8Ún otro 

Magistrado acción Pública. Finalmente la independencia aumenta su 

prelltigio y favorece al mismo tiempo la represión, sin embargo la sobre­

vigilancia de un superior jerárquico y la gestión o impulsión de la parte 

civil pueden modCl'llr el CX118crado ejercicio de esta prerrogativa. que a 
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veoe1 enwelve el peli8"o de degenerar en filvoritismo o do denisración de 

Jullioia. 

b) Irrespollllllhilidad, eata prorrogativa tiene por objeto proteger al 

MiniBlerio Público contra los individuos que el persigue en el juicio a los 

cuales no se les concede nil18Úfl derecho conlra 101 funcionario• que 

ejercen la acción penal aún en el caso de ser obsoletos. 

Como también protege su estabilidad y unidad a favor de la propia 

Institución siendo de tal manera que el Ministerio Público se aparta de la 

responsabilidad que le otorga el Estado para que de esta forma el 

acusado o el presunto responsable no pueda ejercer represalias en contra 

del Ministerio Público, ya sea aun cuando ol acu1ado quede absWllto de 

toda culpa. 

Esto no quiere decir que puedan obrar a su capricho o que no se 

los pueda perseguir por violación a la ley o por infracciones de sus 

deberes. 

c) Irresponsabilidad esta es otra prerrogativa por la ley al 

Ministerio Público, porque de no 1er asi BU acción es incesante, e interesa 

directamente a la sociedad, podría se frecuememente entorpecida si al 

inculpado se concediera el derecho de recusación, sin embargo, los 

agentes tienen el deber de excusarse por los motivos establecidos en el 

código de procedimientos penales, motivos que la ley califica de 

impedimentos. 
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Funduo ademú la irrecunbilidad en que siendo parte el 

Minillterio Público en el juicio y no elllando por e10 en rigor obligado a 

1er ellrictamente impll'Cial seria absurdo que como tal IO le tachan, ul 

como es ina<knisible que el deudor demandado recuse a su acreedor 

demutdade por tener en calidad. 

Podemos decir que el Ministerio Público es una Institución 

irrecusable, ya que toda vez que un inculpado intente recusación en 

contra de éste no procederia por el hecho de que el inculpado esta 

sujeto a juicio y el Ministerio Público funcionaria como parte integradora 

de un delito se caracteriza al Ministerio Público con esta prerrogativa por 

estar sujeto a la Ley. 

5) Buena Fe, se dice que la misión del Ministerio Público es de 

Buena Fe en el sentido de que no es su papel el de ningún delator, 

inquisidor, ni siquiera perseguidor o contendiente forzoso de los 

procesados. 

Su interés no es necesariamente el de acusación o la condena, sino 

simplemente el interés de la sociedad: la Justicia. Precisamente como a 

la sociedad le interesa tanto el castigo del culpable como la immnidsd 

del inocente; el Ministerio Público no puede ser un adversario 

silltemático del procesado, sino por el conlrario el interés social puede 

coincidir con el de los enjuiciados en muchu ocasiones y es entonces un 

deber del Minillerio Público no sólo no oponerse a la defensa, sino 

apoyar la francameme y en todo caao preaentar, y promover tanto lu 
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pruebu do cugo, como lu de dncugo y 1011tenerlu conforme a la ley, 

y a 111 convicción do conciencia, sin atenerse, ni cegarve con un criterio 

sectario, como desgraciadamente 111ccde a menudo. 

Por lo demú, el Minilllerio Público no ella revelltido de potestad 

propiamente decisoria. 

B. DESARROILO JllSTORICO EN MEXICO DEL AGENTE DEL 

MINISTERIO PUBUCO. 

El primer antecedente que en México encontramos de la Institución 

de Ministerio Público, es el de los promotores fiscales que existieron 

durante el virreinato, ellos tenlan la misión de procurar el castigo de los 

delitos no perseguidos por el procurador privado. La promotorfa fiscal 

fue una Institución organizada y peñeccionada por el Derecho Espailol. 

En la ordenanza de 9 de mayo de 1857 que fue reproducida en 

México por la ley de 8 de junio de 1823, creándose un cuerpo de 

funcionarios fiscales en los tribunales del crimen. El Juez disfrutaba de 

libertad ilimitada en la dirección del proceso y el fiscal solo intervenfa 

para fonnular su pliego de acusación. 

Se8Íln los tratadistas existen tres elementos que han concurrido a la 

fonnación del Ministerio Público Mexicano: La Procuradurfa o 

Promotoria Fiscal de Espaila; el Ministerio Público Francés y un conjunto 

de elementos propios, genuinamente mexicano. Sin duda alguna que se 
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refiere a 11 organización actual del Minillterio Público, que data de la 

COlllltitución de la República de S de febrero de 1917, porque loa 

cOlllltituyentes de 1857, influenciados por las teorlas indiviwalistaa , no 

qui1ieron establecer en México el Ministerio Público, reservado a los 

ciudadanos el ejercicio de la acción Penal y dejaron de mbsistente la 

promotorla Fiscal que abarca un gran periodo de nuestra historia en el 

siglo XIX y en los principios del siglo XX. 

"La vida independiente en México no creo inmediatamente un 

nuevo Derecho, y asl tenemos que tanto en la llamada Constitución de 

Apatzi"B811 como en la Constitución de 1824, se habla en la primera de 

dos fiscales, uno para el ramo civil y otro para el ramo penal, y en la de 

1824 de un fiscal que deberla fonnar parte de la Suprema Corte de 

Justicia. Estos funcionarios fueron, en verdad, meras proyecciones de los 

Procuradores Fiscales. 

En 1869 Juárez explicó la ley de jurados criminales para el D. F., en 

donde se previene que existirían tres promotores o Procuradores Fiscales 

o Representantes del Ministerio Público. A pesar de la nueva 

nomenclatura: el Ministerio Público siguió la tendencia espatlola, en 

cuanto que los funcionarios citados no integraban un organismo, sino que 

eran independientes entre si. Sin embargo, es menester hacer hincapié en 

que en esos funcionarios ya se encuentra una resonancia del Ministerio 

Público Francés, debido a que se erigen en parte acusadora, actuando 

independientemente de la parte ofendida (7). 

(7) Rtwer• sin MW1ue1. E1proc9CllmientDPena1 ea.PonGt.MU, 1184.ea 14.P. :11. 
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Se pronwlga el primer Código de Procedimiento Penales, el 15 de 

septiembre de 1980, en el que se eatablece una organiación coiq1leta 

del Ministerio Público, uigMndole como fisnción la de promover y 

auxiliar a la a<ininiSú'ación de justicia en sus diferentes ramu, 1i 

reconocer el ejercicio probado de la acción ponal. 

El segundo Código de Procedinúentos Penales de 22 de mayo de 

1894, mejora la Institución del Ministerio Público, ampliando su 

intervención en el proceso, lo establece con las carácterlsticas y 

fmalidades del Ministerio Público Francés: Como núembro de la Policla 

Judicial y como mero auxiliar de la administración de justicia. 

El 30 ® junio de 1891 se publicó un reglamento del Ministerio 

Público, pero no es sino hasta el allo de 1903 en el que el General 

Porfirio Dlaz expide la primer Ley Orgánica del Ministerio Público y Jo 

establece ya no como auxiliar de la administración de Justicia, sino 

como parte en el juicio interviniendo en los asuntos en que se afecte el 

interés público y el de los incapacitados, y en el ejercicio de la acción 

penal de la que es titular. Se le establece como una institución a cuya 

cabeza esta el Procurador de Justicia. 

Terminada la Revolución se reúne en la Ciudad de Querélaro el 

Coll@i'eso Constituyente que expide la Constitución de 1917. Se 

discutieron en su seno ampliamente los artlculos 21 y 102 

Constitucionales que se refieren al Ministerio Público. En el infonno a 

esa Asamblea del C. Primer Jefe, Venustiano Carranza -al tratar este 
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pwlto· explica como la investigación de los delitos por parte de loa jueces 

habla creado la llamada "confesión con CllQ!Oll" ellableciendo una 

11iblación insostenible, ya que estos funcionarios judiciales en su afán de 

autoridad ejercian verdaderas arbitrariedades, y m cambio el Ministerio 

Público era uns figura decorativa que o ejercla la función para la que fue 

creado, y pupba por situar a cada quien en el lugar que le correspondla, 

quitándole al juez la facultad de Po licia Judicial y de acusador que hacia 

los cargas para arrancar la confesión de los reos. 

La comisión que presentó el dictamen sobre el articulo 21 del 

proyecto, estaba fonnada por los seilores Diputados Francisco J. 

Múgic11, Alberto Román, Luis G. Monzón, Enrique Raclo y Enrique 

Colunga. 

Puesto a discusión el articulo 21, como lo proporua la comisión 

dictaminadora surgieron polémicas en las que intervinieron los Diputados 

Múgica, Rivera, Cabrera, Machorro Navaes, Macias, Colunga, !barra, 

Mercado, Jara, Silva Herrera y Epigmeo Martlnez. Es de hacer notar 

sobre todos los demás, la opinión de José N. Macias que 11111110 la 

atención sobre que tal y como estaba redactado el articulo trai~ionabil el 

pensamiento de VenusliB110 Carranza, pues se dejaba la persecución de 

los delitos en manos de la autoridad adminisll'llliva y solo bajo 11 

vigilancia del Ministerio Público. Ello se obligo al retiro del articulo por 

la propia comisión, para modificarlo. 

En esa meva sección se presentó un proyecto reformado por la 
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comisión, además del voto particular quo oxprotaba lu ideu del 

Diputado F.niquo Colunp. Pronto se c~eron lu oxcolcnciu de 

la redacción propuOllta por el Diputado Colunga, acabando la Asamblea 

por aceptarla, siendo én la que actualmente co1111eiva el citado articulo 

cOllGl.ituoional. 

El articulo 102 establece las bases sobre lu que deben actuar el 

Ministerio Público Federal, y fue aprobado sin mayores discusiones por 

parte de los constituyentes de 1916-1917. 

Refonna de trascendencia en el procedimiento penal mexicano, es 

la que proviene de los artfculos 21 y 102 de la Constitución PoHtica de la 

República del 5 de febrero de 1917, que el reconocer el monopolio de la 

acción penal por el Estado, en común da su ejercicio a un sólo órgano: el 

Ministerio Público. 

La Ley fundamental de la República en vigor, privó a los jueces de 

la facultad que hasta entonces hablan tenido de incoar de oficio los 

procesos; se apartó radicalmente de la teorla y de las funciones de la 

Policla Judicial que antes tenia asignadas; organizo el Ministerio Público 

como una magib'lratura independiente como funciones propias y sin . 

aproarlo de su función de acción y requerimiento, lo erigió en un 

organismo de control y vigilancia en las funciones de investigadora 

encomendadas a la Polic!a Judicial que hasta entonces hablan sido 

desompeftadas por los jefes pollticos, los Presidentes Mwúcipales, los 

Comandantes de Policla y hasta los Militares. 
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En el lllo de 1919 se expiden 1111 Leyes Orgánicu del Ministerio 

Público Federal y del Diatrito y territorio• federales, primeras que .e 

ajustsn a Ju dispo1icione1 de la Conatitución de 1917, que e&tablecio un 

siro deatacado en la Institución. Eatas fueron la Ley Orgánica del 

Mini8lerio Público Federal y Reglamentación de sus funciones, publicada 

en el Diario Oficial de 14 de agosto de 1919 y la Ley Orgánica del 

MiniBterio Público como el único despositario de la acción penal, en la 

préctica siguió imperando el antiguo sistema con el cual quizo terminar la 

Constitución de 1917 (8). 

Esto último se obtiene ya con la Ley Orgánica del Distrito Federal 

publicada el 7 de octubre de 1929, que da mayor importancia a la 

Inatitución, crea el Departamento de Investigaciones, con agentes 

adscritos a las Delegaciones, las cuales sustituyen a los antiguo 

Comisarios. Al frente de la Institución establece como Jefe al Procurador 

de Justicia del Distrito. En lo Federal ello se ratifica en la Ley Orgánica 

ó sea reglamentaria del artículo 102 Constitucional del Ministerio Público 

Federal, publicada el 31 de agosto de 1934, quedando a la cabeza de la 

l'nltítución el Procurador General de la República. 

Esto último se obtiene ya con la Ley Orgánica del Distrito Federal 

publicada el 7 de octubre de 1929, queda mayor importancia a la 

institución y crea el Departamento de Investigaciones, con agentes 

adscritos a las delegaciones, las cuales sustituyen a los antiguos 

comi1ario11. Al frente de la Institución establece como Jefe al Procurador 

(8) Juwenlnov. castro. Ellll P en tftxko nmc1onesyai111.1nclones. EO. 1•. EO. Porru1. Méll'. 1990 P. 11 
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de Julllicia del Dilltrito en los federal, ello se ratifica en la Ley Orgánica o 

na reglamerUria del articulo 102 conlllitucional del Ministerio Público 

Federal, publicada el 31 de agollto de 1934, quedando a la cabeza de la 

lnltitución el Procurador General de la República. 

En lo local 1111cedcn: 

Primera. La Ley Orgánica del Minillerio Público del Distrito y 

territorios Federales de 31 de diciembre de 1954. 

Segunda. La Ley Orgánica de la Procuraduria General de Justicia 

del Distrito y Territorios Federales de 31 de diciembre de 1971, que 

entro en vigor en 1972. 

Tercera. La Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federa, publicada el 15 de diciembre de 1977. 

y en lo Federal: 

Primera. La Ley Orgánica del Ministerio Público Federal 

Reglamentaria del articulo 102 de la Constitución, publicada el 13 de 

enero de 1942. 

Segunda. La Ley Orgánica del Ministerio Público Federal 

Reglamentaria del articulo 102 de la Conltitución del 26 de noviembre de 

1955. 
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Tercera. La Ley de la Procun.<bia General de la República, 

public:ada el 30 de diciembre de 1974. 

Como podemos ob1ervar a partir de 1971 en el Diatrito Federal y 

de 1974 en el upecto Federal, las leyes coruspondientes no se refieren 

ya al Minillfcrio Público, c:omo inltitución que lleva a c:abo la func:ión 

penecutoria, sino a las Procura<bias que descn.,eften el papel de 

6f81UJOB a<htiniatrativos con funciones múltiples, una de las cuales es la 

penecución de los delitos. 

A fines de 1983, y por iniciativas presidenciales adecuadas, se 

proponen y aprueban iwevas Leyes Orgánicas Federal y del Distrito, que 

cambian en el sentido de hacer mención en su articulado solamente a lu 

alríbuc.:iones de las Procuradurlas, las bases de su organización y las 

disposiciones generales que rijan fundamentalmente su quehacer, 

reservado para un reglamento interior al precisar sus órganos concretos 

con sus facultades, y algunas disposiciones conteniendo regulaciones y 

menciones que resalta necesario tener en cuenta en el funcionamiento de 

talos Procuradurlas. 

Todo ello se plasma, en lo federal, en la Ley Orgánica de la 

Procura<bia General de la República, promulgada el 15 de noviembre de 

1983, publicada en el Diario Oficial de 12 de diciembre de 1983 y su 

reglamento del 26 de diciembre de 1988 y la Ley Orgánica de la 

ProcuratlJrfa General de Justicia del Distrito Federal de 6 de noviembre 

de 1983 publicada el dfa 12 del mi11110 mes y afio, y su reglamemo 
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publiQado el 12 do enero di l !>89. P« quellto Cldl uno de lol &illdol 

de ia Fedlnción ti.- ... proplu teyee de la lnltitucim o de la 

l'r'oc:url4llia del Eltado, derivadu de 1111 dilpollcion11 ccmdluciOllllea 

localw(9). 
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CAPITULOil 

ANALISIS DE LA ACCION PENAL 



CAPITULOll 

A. ACCION PENAL 

l. Definición y Naturaleza 

La acci6n penal constituye uno de los temu máa irieresanles en el 

derecho procesal, producto de ello es la abundarte doctrina y la ~lia 

evolución que ha sufrido dicha figura. 

El poder de que esta dotado el Ministerio Público para requerir la 

actuación del órgano jurisdiccional y la instauración del proceso se llama 

acción penal. 

Alsina afuma que la acción tiene dos elementos, uno procesal y 

otro substancial. El primero se refiere a su objeto, que pennite clasificar 

las acciones en declarativas, ejecutivas, y precutorias, de acuerdo al tipo 

de sentencia . Y el segundo elemento, substancial, atiende al derecho 

que se protege. También seflala Alsina que "desde que se prohibe a las 

personas hacerae justicia por mano propia, el Estado asume la oblisación 

de administrarla, de lo cual deriva la acción, o sea el derecho de requerir 

la intervención del Eitado para el aclarecirniento o la protección de un 

derecho, y la jurisdicción o sea la potestad conferida por el Estado a 

detmninados órganos para resolver mediante la sentencia las cuestiones 

litigi01u que le sean sometidas y hacer cu~lir sus rcsoluciones"(I O). 

(1 O) SANTIS llfELENOO SANTl4GO. TtOrll y Ptttuu ª'' Proceso. P1g 239, Eanort" JurfOICH Europ .. Altltrtc•. 

euenosA1resNgentn11"9TI.. 
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El concepto de la acción penal ha ido evolucionando y al puo del 

tiempo ha ido tomando caracteres diferer4os. Por su parte los tratadistas 

que afuman que la acción penal es un derecho, entre estos tonemos a 

Hugo Rocco, Camelutti, Matirolo, por nombrar algunos. 

Al respecto Camelutti afmna que el problema de la "acción, en el 

fondo, el problema do las relaciones onlro el derecho y el proceso" 

considerado que wnbos son la expresión de una misma cosa en diferentes 

etapas, una estática y la otra dimlmica. Y concluye concibiendo la acción 

"no como un derecho al juicio favorable, sino como un derecho al juicio, 

simplemente, o mejor todavla al cumplimiento de los actos del proceso" 

(11). 

Dentro de la doctrina más moderna encabezada por Giouseppe 

Chiovenda, la definen como el poder jurídico de realizar la condición 

para la actuación de la voluntad de la ley. Al igual que estos se aneXWI y 

comparten la opinión Massari, Abraham, Bartolini, Ferro, Enrique 

Jiménez Asenjo, por BU parte Florian establece a la acción Penal "como el 

poder jurídico de oxilar y promover la decisión del órgano jurisdiccional 

sobre una detenninada relación de derecho penal. Paralelamente la 

acción penal consiste en la actividad que se despliegue con tal fü1. La 

acción penal domina y da carácter a todo el proceso: Lo ilicia y lo hace 

BVllllZlll' hasta BU meta (la sentencia)" (12). 

(11) CARN?Lum f. l•ectones sable el Dtrecno ProceHJ P1g 21.:n. fd1tor111 JutfdltH Europ•Amtnc1, Buenos 

(12)JlNENTINO v. CASTRO, fL M.P. func1onH y Olaklnc1on11 P•ll· 21. EdltOrlll POmll Stplm• EOlclOOMflOco 

1990, 
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El poder jurídico es emanado de la ley, el crual &e juatifica cuando 

se ha violado WIB norma de derecho penal y, 1erá preci1unente en razón 

de la preten1ión punitiva eatatal cuando, previa satillfacción de 

detmninados requisitos, se provoque la jurisdicción, cuyas 

consecuencias serán la declaración de la culpabilidad o la absolución del 

sujeto de la relación procesal. 

En una postura de mayor evolución se le da a la acción del 

concepto de un poder-deber, es una facultad, pero es también una 

obligación, por ello es que resulta intachable llamarlo un poder, que 

comprende lo mismo mandato que derecho y deber indeclinable de orden 

público. 

El poder jurfdico emana de la ley misma, que faculta al Ministerio 

Público para ejercitar la acción penal cuando se han llenado los requisitos 

previstos, pero este poder no es un derecho que se encuentre al wbitrio 

del Ministerio Público, y mucho menos que if18rese en su patrimonio 

·como un derecho subjetivo, sino que esta con.,lementado por la 

obligación de hacerlo efectivo el momento de dense los preBUpuestos 

necesarios, pues si el Estado tiene la facultad de castigar e aquellos que 

cometen un delito, evitando de esta manera la vmganza privada, es un 

deber cúmplir con la función. 

Dentro de la Naturalem de la acción penal poctiamos c0111iderar 

los siguientes elemcmos: 
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a) una actividad 

b) una fmalidad bu1cada por esta actividad 

c) un poder que elli investida eaa misma actividad 

a) La actividad consiste en hacer determinadas gestiones ante el 

órgano jurisdiccional. Estall gestiones son realizadas por el Ministerio 

Público y que orientan hacia la finalidad que seftala como segundo 

elemerto. La actividad, es el cuerpo de la acción penal, o en otras 

palabras, el elemento que, por poder captarlo por los sentidos integra lo 

que bien pom-la llamarse el elemento material, en el cual no es posible 

encontrar el principio y el fm de la acción penal. 

b) Con la acción penal se persiguen variae fmalidades las cuales se 

van solicitando unae a otras de manera forzosa y necesaria. Como 

primera fmalidad tenemos: El lograr que el órgano jurisdiccional actúe, o 

sea, que la maquinaria judicial se ponga en movimiento. A su vez, esta 

fmalidad persigue el objeto de que el juZ8Bdor decida sobre determinada 

situación que se le plantea, convirtiendo, en su caso, el "delito real" en 

"delito jurfdico", y aplicando las consecuenciae correspondientes. 

Para obtener esta fmalidad, el Ministerio Público al ejercitar la 

acción penal fija al órgano jurisdiccional los extremos que él estima se 

deben enlazar, o sea, por una parte el hecho concreto, y por otra, el 

precepto juridico aplicable. La segunda fmalidad buscada con la acción 

penal, es hacer efectiva una relación edre un hecho y un precepto 

jurldico. 
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c) Pasando al tercer elemno, nos en<:ontnunos con quo la acción 

penal lleva en ai miama el poder de obligar al órsano jurisdiccional a que 

IO decida sobre una situación concreta que se le plamoa. Por esto, se 

puedo Bf1111181' que quien tiene la acción Pfllal, tiene poder pua poner en 

movimino la maquinaria judicial, pero que este poder no debo 

entendenro como potestad arbitraria del órgano que tiene la acción penal 

pera hacerla valor, sino como facultad quo le impone la ley. 

2. CARACTERISTICAS. 

El ejercicio de la acción penal constituye un deber para los 

órganos del Estado, cuando se encuentran satisfechos loe requisitos 

legales para que sea promovida, y sus principales características son: 

PRIMERA: La acción penal es Pública, porque persigue la 

aplicación de la ley penal frente al sujeto a quien se imputa el delito. 

La publicidad de la acción deriva del derecho que tiene el Estado, 

Jus Puniendi, para castigar le comisión de un acto dolictuoso. Esta 

facultad es delegada en un órgano, en cuanto e la persecución de los 

delitos. Es pública por el fin y el objeto "porque va dirigida a hacer valer 

un derecho público del Estado (la aplicación de la ley penal fremo a 

aquel que ha cometido un delito) y hacer efectivo en el caso concreto el 

derecho penal objetivo que es eminentemente público" (13). 

(13) f'LOR~ EUGENIO, Elemento' de oemtio Proces11Pen11. P•0.173. EdltDt'lll eosri, e11t1Jon1193.e. 
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SEGUNDA: La acción penal es indivisible porque se nwüfinta y 

compromete a todu las persOllBll que han participado en la comi1ión del 

delito. ''Esta concepción segunda en un principio de utilidad práctica, 

con el objeto de evitar que los que hubiesen participado en la comisión 

del delito se sustraigan a su represión. La indivisibilidad de la acción 

penal se destaca con caracteres def'midos en nuestro derecho, en los 

delitos perseguibles por querella, como el adulterio, y en algunos delitos 

patrimoniales ejecutados por ciertos parientes" (14). 

TERCERA: !..a acción penal es oficial, por estar sustentada 

por órganos del Estado, por lo tanto tiene el carácter de oficial. Fn 

nuestro sistema esta finnemente arraigada esta característica a diferencia 

de otros paises en los cuales se combina la acción privada, principal o 

subsidiaria. Podemos decir que tiene mayores ventajas el sistema que 

delega a un funcionario Público esta actividad, debido a que las personas 

no tiene la preparación profesional adecuada, ya que se prestarla para un 

retomo a la antigua VeJl811117.8 privada. Cosa que no sucede en la 

acusación oficial, por tratarse de una Institución que actúa de buena fe y 

siempre teniendo presente la defensa de los intereses sociales. 

Algunas opiniones de diversos autores han llegado a considerar 

que la figura de la querella rompe con esta caracteristica, por dejar en 

manos de loa particulares el ejercicio de la acción. En realidad no se 

opone, debe ser considerada como un requisito de procedibilidad. En - -

(14) OONZAlfl euST~ J. Pr1ne1p10s ae Oerecno Procetll ileJ:lcano. P-O . .co. cu1rt11 E01c16n 1111ka 1 H7 

eanort•I POmJI. 
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última illl!ancia ea el Ministerio Público Cf!ien decide 1i el acto reúne los 

elemeitos necesarios para ejercitar la acción penal. 

Al respecto nos comenta Siracu11a que la querella "colllllituye un 

derecho sobre el ejercicio de la acción pero no un derecho al ejercicio de 

la acción" (l S). 

CUARTA: La acción penal es legal, podernos decir que la 

legalidad sea la característica más importante de la acción y que ~onsiste 

en la obligación que tiene el Ministerio Público de ejercitarla cuwido se 

hayan cumplido los requisitos establecidos por el articulo 16 de la 

Constitución Federal. En oposición a esta caracterlstica se encuenlra la 

de oportunidad, de acuerdo a lo cual el órgano oficial deberá apreciar en 

cada caso si es conveniente o no el ejercicio de la acción, basándose ya 

sea, en criterios politicos o en el honor de los ciudadanos. 

Tomando en cuenta la legalidad de la acción penal núema que el 

Ministerio Público tiene el deber de llevarla a cabo facultad que le 

confiere el Estado. 

Al respecto Pifia y Palacios menciona que "entre nosotros, dada la 

jurisprudencia de la §uprema Corte, única y exclusivwnentc al Ministerio 

Público corresponde el ejercicio de la acción penal, y cuando elle no la 

ejercita, se desiste de su ejercicio o no acusa, el juez no puede seguir 

actuwido. F.n consecuencia la acción penal, es un poder potestatino que 

(15) JUVENTINO v. CJt.STRO. EL M.P. en lllex'ICO Pag. 62 Sext• EGIC!On eanotti/ PomJ1. Mellco 1965. 
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ti- el Ministerio Público" (16). 

MllllZini 11poya el cOllQepto de legalidad diciendo "la pretensión 

punitiva del Estado, deriva del delito, debe hacerse valer por el órguto 

público al efecto, siempre que concllmUI en concreto las condiciones de 

la ley, en cumplimiento de un deber funcional absoluto o inderogable, que 

excluye toda consideración do opol1llnidad" (17). 

QUINTA: La acción penal es irrevocable, es decir, que una vez 

que interviene la jurisdicción, el órgano que la ejercita no esta facultado 

para desistirse de ella, como si fuera un derecho propio. El Ministerio 

Público, tiene la obligación de continuar el ejercicio do la acción y no 

puede desistirse de ella., hasta llegar a una resolución del proceso por 

parte del órgano jurisdiccional. 

Dentro de nuestras legislaciones no se apega a esta característica 

de la acción penal, actualmente se establece el sobreseimiento que viene 

a sustituir al 111'4erior desistimiento, y que de una fonna no regular otorga 

al Ministerio Público la misma facultad de terminar con el proceso 

quedando pues, como una sentencia absolutoria. Ya que bien sabemos 

que este derecho de absolver y a contrario sensu casti8U' os 

exclusivamente del órgano jurisdiccional, en baso al articulo 21 

Constitucional, "la imposición do las penas es propia y exclusiva de la 

autoridad judicial". Inteipretándolo como ya lo mencionamos 

anterionnento a contrario sensu, quien puede castigar, puedo también - -

(11) PÑ Y PAl.N:IOS JA~R. Derecho Proce111 Pen•r. Plg 91. Ttuern or1inco1 de 11 Pentt1nt11rt1 del 01s1rn:o 

ftdelll. lllXICO 11 ... 

(17) GIRC"' RMlllREZ SERGIO E1tua1oa Ptn•IH. PIQ. 12•. EICUtll N1c1on11 dt Mta Grtnc11. Mblco 1977' 
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absolver. 

Ahora bien, el critorio de la suprema Corto de Juaticia, e1 en el - -

sentido de seffalar que no er posible el aq¡wo contra el desistimiento del 

Ministorio Plíblico, pues el ejercicio de la acción penal incumbe solo a 

el, y en cuo que se le obligara a continuar, se estarla violando el articulo 

21 Constitucional por realizar funciones fuera de su corrq>etencia. 

A mi criterio el Estado como titular de la pretensión punitiva y el 

Ministerio Público como su representante, tiene el deber de continuar con 

el proceso, de otra fonna queda el ofendido en un estado de indefensión, 

pues no tiene recurso en contra del sobreseimiento promovido por el 

Ministerio Público, que viene a tener los mismos efectos de una sentencia 

absolutoria, y aun más, pues en el caso de que el juez la dictara todavía 

quedaría la posibilidad de una segunda instancia. 

Si bien es cierto que la Suprema Corte de Justicia, como autoridad 

absoluta en la aplicación de las nonnas y tomando en cuenta la refomia 

del articulo 21 Constitucional emitido el 31 de diciembre de 1994, el 

desistimiento de la acción a cargo del Ministerio Público puede sor 

impugnado por vía jurisdiccional, en los ténninos que seftala la ley. 

SEXTA: La acción penal es inevitable, decimos que la acción 

estriba en la inevitabilidad por sor forzosa la actuación del Ministerio 

Público de la acción penal, por medio de la cual tensa conocimiento del 

delito el órgano jurisdiccional y con la sentencia de que este se llegue- -

29 



finalmente a la aplicación de la pma, de tal 11l811C1ra que no es amrusible 

la sujeción volwúria de una persona para poder imponerle una pena 

SEPTIMA: La acción penal es única, y envuelve en su conjunto a 

los delitos que se lalbiesen cometido, debido a que se utilim por igual 

para toda conducta tlpica de que se trate, no hay una acción especial para 

cada delito. Al respecto Floirán nos comenta que "aunque la acción 

tetJBB su base en el delito no puede ejercer sobre ella tanta influencia que 

le de una tisonomia particular: El fin de la acción penal y su estructura 

son los mismos siempre y no varian con la variación de un delito" (18). 

OCTAVA: La acción penal es intransccndente, esto significa que 

esta limitada a la persona del responsable del delito y que no debe 

alcanzar a sus parientes o allegados. 

Atinna Colln Sánchez que "sus efectos debe limitarse a la persona 

que cometió el .delito y nunca a sus familiares o terceros, y en fonna 

contradictoria seflala el artículo primero del Código Penal para el Distrito 

Federal al establecer: La responsabilidad penal no pasa de la persona y 

bienes de los delincuentes, excepto en los casos especificos por la ley" 

.(19). 

Se piensa que la contradicción surge por la errónea acunwlación de 

la acción civil reparadora del daifa en el concepto de pena pública, y por 

ello queda como parte integrante de la acción penal. 

(18) flOIRAN EUGfNIO. E111m1n101 di oerec.no ProceHI Pen11. Pag. 111. eaBOn11 eoan. e1ra1on1, , t34. 

(19} COUN SANCHEZ, Oll"ltno MIJ:KtnO ae Procelllmltntot P•n•IH P111. 230. earton11 Pornl1 llllltxko 1179. 
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B. PRF.8UPUESTOS LEGALES DE LA ACCION PENAL 

Pua poder llevar a cabo el ejercicio de 11 acción penal es 

indispensable que se satisfagan determinados requisitos exprewncde 

softalados en las leyes. Florian los llama "pre111puelltos generales", que 

son en otros téiminos, las condiciones rninimas para que la acción se 

promueva. 

Los preBUpuestos legales que si bien son los presupuestos 

generales se encuentran scftalados en el articulo 16 de la Constitución 

Pol(tica de la República, y que consisten: 

a) La existencia de un hecho u comisión que defina la ley penal 

como delito, debiendo entenderse que el delito imputado parte de un 

supuesto lógico. 

Al hablar del supuesto lógico podemos decir que necesariamente 

debe existir una conducta que vayan en contra de los ordenamientos 

legales para que de esta fonna nazca a la luz el delito, tomando en 

cuenta que la existencia de los hechos delictuosos que la ley penal 

tipifica o encuadra en sus ordenamientos, hacen probable la aparición de 

la figura atipica. 

b) Que el hecho se atribuya a una persona flsica, ya que no se 

puede ju2'881" ni enjuiciar a una persona moral. 
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Necesariamente el hecho u omisión que se realice en la con<klcta 

antillO<lial llúneso delito debe ser por una ponona fisica, siendo esta 

aquella a la que se le atribuyen los Cll'80B de la comisión o del acto 

delictuoao. No podríamos hablar de que se enjuciara a una persona 

moral puesto que por ser una sociedad necesitaríamos disolver como 

medida de necesidad para poder actuar directamente con el inculpado o 

los inculpados que hayan incurrido en el delito. 

e) Que el hecho u omisión llegue al conocimiento de la autoridad 

por medio de la querelle o de la denuncia. 

La autoridad esta encargada de recibir toda denuncia, demanda o 

querella por parte de los ciudadanos que se les hayan violado sus 

derechos siendo de tal mWlera que la autoridad esta obligada a dirimir o 

a esclarecen la controversia o a llevar a cabo la diligencia o las 

averiguaciones que fueran necesarias. 

d) Que el delito imputado merezca ~anción corporal, al tipificarse 

el delito en los ordenamientos penales necesariamente debe existir una 

pena corporal, asl como también una sanción y la reparación del dafio que 

se haya causado con la comisión del delito. 

e) Que la afumación del querellante o denunciante este apoyada 

por declaración de persona digna de fe o por otros elementos de prueba 

que haga preS\lmir la responsabilidad del inculpado. 
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El ejercicio de la acción cOll8lituye la vida del proceso, es un 

impulso, su fuerza llllimadora, de tal manera que no puede haber proceso 

si la acción no se inicia, su denrrollo se funda en el iderés del Eltado de 

perseguir al responsable, con 111Teglo a las nonnss tutelares del 

procedimiento. 

C. DESARROU.O DE LA ACCION PENAL. 

l. ETAPAS DE LA ACCION PENAL .. 

Para poder desglosar las etapas de le acción penal empezaríamos 

por decir, que para que la acción penal nazca e la luz deben existir dos 

requisitos necesarios: Que se haya cometido un delito y que se señale a 

alguien como autor o presunto autor o participe del mismo. La acción 

penal no puede ejercitarse sino a una peraona individualizada. Pero 

además dada la naturaleza indivisible de la acción penal, habrá que 

ejercitarla contra todos los que hayan pwticipado en la ejecución. aunque 

se tenga que seguir varios procesos. 

"Durante el proceso, de la acción penal pasa por tres etapas; de 

investigación, durante, la cual se prepara su ejercicio; de persecución, en 

el que ya hay ejercicio ante los tribunales; y de acusación, en el que la 

exigencia punitiva se concreta" (20). 

Para Pilla y Palacios "la acción penal tiene periodos persecutorio y 

acusatorio. El primero tiene lugar desde el acto de consignación hasta- -

(20) SEXrA EPOCA, segund1 parte VOiumen >OOGY, Plg. 9 AA 746160 LUIS CASTRO -.l..P!CA 
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que se prowce el auto con el cual queda cerrada la inlltrucción. Esto ul, 

porque los actos del Ministerio Público en esta fiulo procOBBI persiguen la 

coq¡robación del delito y de la responsabilidad y participación do 

quienes en el intervinieron. Ahora bien cuando el Ministerio Público 

estima comprobados tales elementos, puede fomwlar conclusiones 

acusatorios, con lo que la acción penal entra en un segundo periodo, el 

acusatorio, continua diciendo Pifta, que si durante la segunda instancia 

figura el Ministerio Público como apelante, su acción tiene características 

persecutorias, dado que persigue la aplicación de la ley, a la cual estima 

se debió ajustar el juez. Si no es apelante el Ministerio Público, 

solicitará la confinnación de la resolución recurrida. Aqul el ejercicio de 

le acción penal revestirá aspecto acusatorio, en cuanto al Ministerio 

Público este de acuerdo con le forma en que fue aplicada Ja ley por el 

Juez" (21). 

Ahora bien, el tener conocimiento la autoridad, por medio de Ja 

denuncia o de la querella, de que se ha cometido un delito, procederá a 

su integración, asegurando las pruebas que van a servir para ocurrir ante 

los tribunales. Esta fase del procedimiento corresponde a la Policla 

Judicial bajo el control del Ministerio Público. La promovilidad de la 

acción equivale a la persecución del delito y se establece cuando el 

órgano de loa acusación ocurre al órgano jurisdiccional y le pide que se 

aboque el conocimiento del caso; al momento en que existe la coqjunción 

entre el Ministerio Público y el Juez, podemos afinnar que existe el 

ejercicio de la acción penal. 

(21) SERGIO GARC~RAMIREZ. D1111tno ProCtHI Pen11.P111. 187. EáRorJll PO/'ÑI ~falclOn,Mft., 1977 
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El desmollo de la acción el procedimiento ,,_J, va pasando por 

Ju siguientes etapu: persecución y act11ación. SU 11111cha regular está 

condicionada al resultado de las pruebas obtenidas y puede suceder que 

la acción ae paralice en la primera o en la segunda etapa · del 

procedimiento. 

Decirnos pues que el período de investigación tiene por objeto 

repanir el ejercicio de la acción y si las pruebas no son suficientes, la 

acción no puede ejercitarse validwnente. El articulo 3 del Código de 

Procedimientos Penales del Distrito Federal al caso dice: Co1Tesponde al 

"Ministerio Público, dirigir a la Polida Judicial en la investigación que 

ósta haga para comprobar los elementos del tipo ordenándole la práctica 

de las diligencias que, a juicio, estime necesarilll! para cu"'11ir 

debidamente con su cometido, o practicando él núsmo aquellas 

diligencias". 

En la etapa de persecución hay ejercicio de acción e intervención 

del juez, en el periodo investigatorio, no inlervienen el juez, porque aún 

no se ha reclwnado que intervenga la jurisdicción. La Constitución 

Politice de la República al seftalar las atribuciones que correspondon al 

Ministerio Público en los artlculos 21 y 102 reconoce lu dos etapas a las 

que hemos hecho mención. 

En efecto, dispone que estará a cargo del Ministerio Público de la 

Federación la persecución de los delitos ante los tribunales, es decir, que 

en tanto no se elltablezca el nexo ente e el órgano de acusación y ol-- -
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Óf'8llllO jurisdiccional, no podemos hablar de que la ácción penal exista. 

Habrá la exigencia punitiva o deber juridico del Estado para 

peneguir al responsable o la pretensión punitiva, deber impuesto al 

ciudadano de poner en conocimictáo de la autoridad que un delito se ha 

cometido, pero la acción penal no existirá aún. 

Intentada la acción penal y promoverse BJÚe los tribunales se 

impone concretarla en el proceso. Esta concreción se realiza al término 

del periodo introductorio y constituye la fase acusatoria. En la fase de 

investigación sólo se cuenta con el material de pruebas indispensable 

para presumir que detcnninada persona es responsable de un delito. 

Partimos de suposiciones lógicas. Por eso hablamos de que al ocurrir el 

Ministerio Público ante el juez ejercitando la acción penal, lo hace en 

sentido abstracto. 

La segunda etapa de la acción penal o sea la persecución marcha 

paralelamente con el proceso y corresponde al periodo intructorio. Si al 

terminar la instrucción, ha sido feliz el resultado de las pruebas obtenidas 

para sostener que el inculpado es responsable del delito que se le 

atribuya, la acusación se habrá concretado y el órgano que acusa podrá 

fundar sus pretensiones scilal1111do las diversas cuestiones que van ha ser 

objeto de la decisión judicial. Del mismo modo que la acción penal en BU 

fase persecutoria, envuelve y domina el periodo de instrucción en el 

proceso ley da vida, la acción penal en BU fase acusatoria, da nacimiento 

al periodo del juicio, si al fmalizar la instrucción, se carece de pruebas -
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111ticientes, el órgano de acusación no po<t'á llevar adelante la acción 

ejercitada y al fonnular conclusiones inacusatoriu, pon<tt ténnino a la 

acción y, por consi81Jiente, hará que el proceso concluya. 

Si la acción penal tiene por objeto el desmollo en el proceso de 

una relación de derecho público, en los delitos en que resulta afectado el 

interés social, no debe esperarse el impulso de los particulares para 

ponerla en movimiento. Por los propósitos que persigue y por el interés 

de que el transgresor de la ley no se sustraiga a la acción de la justicia o 

que se pierdan los elementos de prueba que han de servir para 

promoverla, la acción penal debe ejercitarse. 

2. PRETENSIONPUNITIVA. 

Para poder definir a la pretensión punitiva debemos deslindarla de 

la acción penal, para su mejor entendimiento, ya que e"iste una cuestión 

muy debatida entre una y otra. Así pues decimos que la pretensión 

punitiva pertenece en fonna exclusiva al Estado y esta surge en el 

momento de la comisión de un delito, la cual el Estado tiende a castigar o 

a imponer las medidas de seguridad respectivas. Es asi como la 

pretensión punitiva se encuadra en el derecho sustantivo penal, a 

diferencia de Ja acción que pertenece al campo procesal considerado 

como un derecho de naturaleza autónoma. 

Al consultar algunos autores encontramos ciertas diferencias en 

cuanto a su contenido real, pues la inteipretación de estos es variada, ya 
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que aJsuno1 le dan el canicter de pertenecer exclusivamente al Estado, 

por lo tanto 111 obligación es de encargarse do que se suicione o Be 

cutigue al responsable del delito, y otros no le dUI el canicter en su 

fonna esencial a la pretensión, para que esta llegue a cu11t1lirse. F.nlre 

otros autores Florian nos menciona lo siguiente "la acción penal seria el 

medio de hacer valer la pretensión punitiva (o derecho de castigar), pero 

el concepto de la mimna no esta claro. Se mele entender por ella un 

momento intermedio entre el derecho abstracto de castigar del Estado y el 

concreto, que resulta declarado en la sentencia, es decir, el derecho 

subjetivo de castigar en potencia, que se dirige contra detenninada 

persona para obtener la condena. Serla el derecho sujeto de castigar 

como hecho valer jurídicamente para su realización en concreto. A 

nosotros nos parece que el concepto es aqul inútil y que sirve para 

complicar, tanto más, cuanto que la locución Be presta al equivoco por no 

poderse considerar como pretensión el derecho que el Estado hace valer 

sin tener enfrente un adversario, además, en todo caso, la pretensión no 

seria punitiva" (22). 

Aquí Florian trata de transmitimos que la acción penal surge en la 

comisión de un delito, en todo caso todo delito di:berá tener como 

consecuencia una acción penal, pero no existirla la pretensión punitiva, o 

la actividad que tiene el Estado de caL1igar, porque al concluir el proceso 

se deberá castigar en potencia a todo aquel que resulta responsable del 

delito. 

(22) fLORLo\N EUGENIO. Derecho PtOCHI/ P1n11. P1;. '76. Ednonal Boan, 81rcflon• '93•. 

38 



En este razonamiento no e11tamo1 de acuerdo con el mantro 

Florian y nos parece más exacto y más lósico lo que a continuación nos 

preseiU el maestro Juventino V. Castro que mencions al respecto: "La 

distinción entre acción pensl y pretensión punitiva no solo parece útil sino 

exacta, de un delito no nace la acción, sino la pretensión punitiva, o sea: 

El derecho del Estado para castigar al que ha violado una norma penal. 

Si de todo delito naciera la acción penal, no podríamos explicamos, 

cuando se resuelve en un juicio que no había delito que perseguir, que 

fue lo que ejercito en realidad al Ministerio Público durante el proceso, 

ya que la acción penal ·por no haber delito-, no llega a nacer" (23 ). 

La pretensión punitiva surge de la violación de una norma penal y 

preexiste, lógica y cronológicamente, al nacimiento del proceso; es capaz 

de una vida extraprocesal. Por el contrario, la acción origina su vida en 

el proceso y prescinde de la violación de la ley penal; tanto es verdad 

esto, que el juez puede negar que una violación a la ley penal esté 

comprobada a que se haya verificado por otra de la persona á quien se 

imputa. Prescinde, en cor.secuencia, de la preexistencia de la pretensión 

punitiva; y esto es cierto, cuanto que el derecho a llamar a juicio a 

alguno, u a promover una acusación puedo ser ejercitado siempre aunque 

la pretensión punitiva no exista, en virtud de cualquier causa extintiva de 

responsabilidad. 

('23)JVVENTINO v. CASTRO l!!L .. P., en lfiXICD runclOnH y a11~nc1on11. Plg. 22 Edrton11 Paml1. MfldCO 1990 
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D. ORGANOS O AUTORIDADES QUE EJERCITAN LA ACCION 

PENAL. 

Son diversos los sistemas que se elaboran a esto respecto, do 

entre los más acertados el sistema mexicano y de los más comunes es el 

que se inclinerla hacie el monopolio dol Estado o de los ciudadanos, que 

en la actualidad no se de un sistema puro y concreto. 

Los órganos o sujetos que ejercitan la acción penal son 

clasificados por Eugenio Florian en cinco f!1Upos: 

a) Un funcionario del Estado. 

b) Les entidades publicas administrativas. 

c) La parte lesionada. 

d) Los ciudadanos. 

e) Les asociaciones profesionales y los sindicatos. 

En el primer caso se establece un monopolio de la acción penal 

por el Estado que corresponde al Ministerio Público el ejercicio de la 

acción penal, principio que se ha consagrado en la mayorla do las 

naciones. 

'"La nueva legislación Argentina (códigos de Córdoba, Mendoza, 

Calamares, Salta, la Palme y la Rioja), pennilc que la acción pública 

pueda ser promovida por el Ministerio Público o por la policla judicial; 

ésta última medilllte la remisión al juez del sumario de prevención o- -
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mediute una simple comwúcación al órgano juri1dicoional" (24). En 

oposición al monopolio del Estado existe el de los ciudadanos, como 

sucedió en la antigOedad en Roma y de manera atenuada, actualmente en 

JnBlaterra. La acción popular se puede presontar en tres formas: De 

manera exclusiva, en concWTencia con el Ministerio Público y acción 

popular pBl'B detemúnadas categorlas de delitos. 

En Inglaterra la acción penal es producto de la actividad 

espon!ánea do los ciudadanos, pero con la adopción del Attomey General 

se ha modificado el principio de que intervenga directamente en el 

ejercicio de la acción penal. 

'°Espaila tiene el sistema de acusación estatal, el de acusación 

privada y la acusación popular, como lo dispone el articulo 101 de la ley 

de enjuiciamiento criminal ebpañol" (25). 

Twnbién las entidades administrativas pueden ejercitar la acción 

penal, como sucede en Alemania en materia fiscal, y en Francia cuando 

se trata de infracciones a las leyes de aduanas de a¡¡ua y arbolado, de 

tasas, correos y telégrafos. 

La parte lesionada puede intervenir en la acusación, de manera 

principal y BUbsidiaria. En el Derecho Alemán el ofendido por lesiones o 

injuriu, delitos de querello, ejercita la acción penal en fonna principal. 

(2C) VELEZ lllWllCONOE ALFREDO. El PllnclplO Acusatono en el Proteso Pen11. Rewsr. ae 11 FICUltld ae Derecno 

ae Mtlfco T )()(11 No. 85-18 1972 Pag 2:s~. 

(25) OONZNJ!Z BUSTAMAN'TE J. Pnnc1pto11 de oe11cho P1oce111 P1n11 Mer1c1no P1g ~a eairon11 Pomla Mhico 

1967. 
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En Francia desde la Ley del 21 de marzo de 1884 y 

postcrionnenle, a la ley del 19 de marzo de 1920, se reconoce • los 

sindicatos el ejercicio de la acción penal para la defensa de sus intereses 

colectivos. 

En México la acción penal la ejercita el Ministerio Público 

sisuiendo lo dispuesto por el articulo 21 Constitucional y la 

jurisprudencia ha sostenido que es el único órgano del Estado encargado 

de esa función. En este sentido se expone la siguiente tesis: 

"Acción Penal. Su ejercicio corresponde exclusivamente al 

Ministerio Público. De manera que, cuando él no ejerce ese acción no 

hay base para el procedimiento y la sentencia que se dicte sin que tal 

acción se haya ejercitado por el Ministerio Público, importa una violación 

de las garantlas consa8J'8daS en el articulo 21 Constitucional" (26). 

Sin embargo, existe un caso de excepción previsto en el artículo 

11 O de la Constitución Federal, referente al juicio polltico. El pémifo 

cuarto establece los siguiente "para la aplicación de las sanciones a que 

se refiere este precepto, la Cámara de Diputados procederá a la 

acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de 

la mayorfa absoluta del número de miembros presentes en la sesión de 

aquella Cámara, después de haber substanciado el procedimiento 

respectivo con audiencia del inculpado". 

(211) JURISPRUDENCIA No. 1 7 Gel ~tndl'9 el tomo CXVUI, p1g 48. 
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En ooestro pala, desde la vigen<:ia de la Constitución Polltica de 

J 911, se conaagro el monopolio de la acción penal por el Estado en 

manos de un solo órgano: El Ministerio Público y la jurisprudencia 

nacional como ya lo hemos mencionado sostiene que le corresponde 

exclusivamente su ejercicio. 

Sin embargo, Ja Suprema Corte de Justicia decidió que: Si bien es 

cierto que el Ministerio Público está consagrado de representar a la 

sociedad ante los tribunales de perseguir los delitos y de acusar a los 

autores, cómplices y encubridores de ellos, también lo es que esta 

función no excluye el derecho de los querellantes o acusadores para 

exigir que se practiquen todas las diligencias necesarias, en su concepto, 

tendiente a demostrar la existencia del hecho y de la responsabilidad que 

atribuyen al acusado y el hecho de que el Ministerio Público pida que se 

declare que no hay delito que perseguir, no es obstáculo para que el 

tribunal del alzada mande practicar, a petición del querellante, las 

diligencias que ésto juzgue necesarias para el esclarecimiento de los 

hechos. 

Se ha discutido si es conveniente que exista un sistenna de garantía 

y control para que la acción penal sea ejercitada de un modo obligatorio 

por su titular, si están satisfechos los requisitos legales. Si la acción 

penal no es un derecho potestativo, IÚ corresponde a su titular decidir de 

manera arl>itnuia si le ejercita o no , el problema planteado merece 

estudiarse, sobre todo en paises que, como México, han reconocido el 

principio de la legalidad. 



Al mem:ionar que en Móxico ha reconocido el pnnc1p10 do 

legalidad, es pues, porque la legislación mexicana asi lo contCtlllla. 

TOllllllldo como referencia el comertario que González Bustamante J. que 

dice: "El principio de legalidad se funda en que, invariablemente, debe 

ejercitarse la acoión penal sie~re que se encuentren satiñechos las 

condiciones mínimas o presupuestos generales y cualquiera que sea la 

persona contra quien se intente". "Si están satisfechas las condiciones 

legales, el órgano de acusación no puede eludir su ejercicio, a pesar do 

que resulte perjudicial para los intereses del Estado" (27). Cosa que a la 

fecha no se lleva a cabo puesto que el Ministerio Público campea un 

criterio de conveniencia, que resulta nruy perjudicial para satisfacer los 

anhelos de justicia, esta cuestión no lleva a deducir que el Estado adopta 

el principio de oportunidad; en donde la acción penal no debe ejercitarse, 

cuando asl conven¡¡a a las razones del Estado, porque se turbe la paz 

social o se quebranten intereses polfticos o de utilidad pública. 

Más adelante explicaremos porque es necesario un control o un 

sistema que garantice el ejercicio de la acción penal o bien, porque es 

necesario que nos ajustemos al principio de legalidad. 

(27) OONZALU Dusttm1nte Ju1n J., Pnnc1p1os ae oerecno Procet11 Pentl M!'lletno, Eanone1 Pomla e• ea. Mhtco 

1917.P . .tB 
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CAPITULO fil 

EL MINISTERIO PUBLICO Y SUS PRINCIPALES 
RESOLUCIONES 



CAPITULO fil 

A. FUNCIONES DEL MINISTERIO PUBUCO EN EL DISTRITO 

FEDERAL. 

ErwO!Munos su timdamerto en la Constitución poUtica de los 

Estados Unidos Mexicanos, por el articulo 21, 89 fracción ll y por el 73 

fracción VI, base 5', relativo a las facultades del Con¡¡reso. Redactado 

éste último de la manera siguiente: ''El Con¡¡reso tiene facultad: VI para 

legislar en todo lo relativo al Distrito Federal, sometiéndose a las bases 

siguientes, sí. el Ministerio Público, en el Distrito Federal estará a curgo 

de un Procurador General, que residirá en la Ciudad de México, y el 

número de 118enles que detennine la ley, dependiendo dicho funcionario 

directamente el Presidente de la República, quien lo nombrará y removerá 

libremente". 

La organización y facultades del Ministerio Público en el Distrito 

Federal están contenidas en la ley de la Procuraduría General de la 

Justicia del Distrito Federal, publicada en el Diario Oficial el 12 de 

dicienilrc de 1983, que abrosó la ley de 1 de diciembre de 1977. 

También conjuntamente se contempla su funcionamiento el Reglamento 

interior de la Procuradurla Genoral de Justicia del Distrito Federal, de 12 

de enero de 1989. 

Son fiicultades del Ministerio Público en el Distrito Federal las 

siguientes: Penieguir los delitos de orden conaín que se comentan en el 
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Oilllrito Federal. 

Una de sus facultades es velar por la legalidad en su ímbito 

competencia!, como en anteriores mencionamos que el sistema mexicano 

adopto el principio de legalidad por lo tanto este vendría siendo como 

uno de los principios rectores de la convivencia social promoviendo la 

pronta, expedita y debida procuración e impartición de justicia. 

La Ley en diversas legislaciones secundarias ha facultado al 

Ministerio Público a proteger los intereses de los menores, incapaces, así 

como los individuales y a los sociales en general en todo caso a toda la 

sociedad. 

Como también en el ámbito de política criminal, esta facultado 

para cuidar la correcta aplicación de las medidas en una esfera de su 

competencia. 

Como en anteriores ya hemos mencionado que la persecución de 

los delitos le corresponde al Ministerio Público y en coadyubancia a los 

auxiliares de este decimos pues que el Ministerio Público le corresponde; 

llevar a cabo la averiguación previa; la cual, esta empezará al momento 

en que se reciben denuncias, acusaciones o querellas sobre acciones u 

omisiones que puedan constituir delito. (articulo 3 inciso A fracción I, de 

la Ley Orgánica de la Procuraduría Federal de Justicia del Distrito 

Federal). 
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Dentro de la averiguación previa le cOITesponcle al Ministerio 

Público la invelltigación do los delitos, asl como la pcnecución del 

prelUlllo responsable del delito, el Ministerio Público co!Ura con el 

auxilio de Ja Policla Judicial, de los servicios parciales y de la Policía 

Preventiva. 

El Ministerio Público debe fundamentar la acción penal, la cual lo 

va ha hacer practicando las diligencias necesarias, para que compruebe el 

cuerpo del delito y la probable responsabilidad de quienes en ellos 

hubieran intervenido. 

Restituir al ofendido el goce de sus derechos provisional e 

inmediatamente, de oficio o a petición del interesado, cuando esté 

comprobado el cuerpo del delito de que se trate en la averiguación 

previa, ordenando que el bien se manle1J8B a disposición del Ministerio 

Público, si se estimare necesario; en su caso. exigiendo se otorgue 

garantia, la que se pondrá a disposición del órgano jurisdiccional, si se 

ejercita acción penal; (articulo 3, inciso A, fracción N de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal). 

El Ministerio Público deberá solicitar la aplicación de la medida 

precautoria de 111TUigo y las ordenes de cateo, en los términos que la 

Constitución Polflica de los Estados Unidos Mexicanos enmarca en su 

articulo 16. 

Al llevar a cabo el ejercicio de la acción penal y wrante el - - -
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proceso de que se trata. 

Este deberá ejercitar la acción penal ante los ju781dos competentes 

por los delitos del orden común siempre y cuando existan denuncia o 

querelle, en su caso este comprobado el cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad de quien o quienes lwbleran intervenido en este, además 

solicitará las correspondientes ordenes de aprehensión o de 

comparecencia. 

El Ministerio Público, deberá solicitar, en los témúnos del articulo 

16 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, las 

ordenes de cateo que sean necesarias, (articulo 3 inciso B, fracción m de 

la Ley OrglÍllica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal). Posterionnente el Ministerio Público, pondrá a disposición de 

la autoridad judicial sin demorarse a la personas detenidas, asi como 

también remitirlas al órgano jurisdiccional que lo hayan solicitado, en 

cumplimiento de una orden dictada por este. 

Ejercitar la acción penal ante el juez de la Ciudad de México, en 

los casos de detenidos por delito de orden común cometidos fuera del 

Distrito Federal, pidiéndole que resuelva en los términos del articulo 19 

de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, sin 

perjuicio de que determine lo relativo a la competencia: (articulo 3 inciso 

B, fracción VI de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal). 
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Reapecto a la replll"llCión del daño causado por el delito el 

Ministerio Público pedirá ol embargo precautorio do bienes en todos los 

casos, salvo que en esta so ganuiico satisfactoriamente. 

Dentro del proceso este, deberá aportar las pruebas pertinentes y. 

promover las diligencias conducentes al debido esclarecimiento de los 

hechos, como también a la comprobación del delito, de la responsabilidad 

de quienes hayan intervenido, y como es de suponerse de la existencia 

del dallo causado y a la f\jación del monto para su reparación, como 

también deberá formular conclusiones conforme a la Ley, solicitando la 

imposición de las penas y medidas que correspondan y el pago de la 

reparación del daño, en lo contrario planteara las circunstancias 

escluyentes de responsabilidad o las causas que extinguen la acción 

penal. 

El Ministerio Público actúa como parte en el proceso, esto en su 

intervención es la de remitir el órgano jurisdiccional que lo haya 

solicitado a las personas aprehendidas en cumplimiento de una orden 

dictada por este, en los términos sei!alados por el articulo 107 .fracción 

XVIII. párrafo tercero de la Constitución Polltica de los Estado Unidos 

Mexicanos, pedirá el aseguramiento precautorio de bienes, para los 

efectos de la reparación del dai!o. 

Deberá aportar las pruebas pertinentes y promover en el proceso 

las diligencias conducentes al debido esclarecimientos de los hechos, a la 

comprobación del delito, de la responsabilidad de quienes haya - - - -
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intelvenido, de la existencia de daftos y a la fijación del monto de su 

reparación, también deberá fonnular conclusiones en los ténninos 

nllalados por la ley, asl como también solicitar la imposición de las 

penas y medidas que corresponden y el debido P88º do la reparación del 

dafto. Deberá intelJ>oner los recursos que la ley concede y expresar los 

agJaVios correspondientes. 

El Ministerio Público le corresponde vigilar la legalidad y la 

pronta, expedita y debida procuración e impartición de justicia, asl como 

de proponer al Presidente de la República, refonnas legislativas en el 

ámbito de su competencia, y poner en conocimiento del Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos y del Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal, los abusos e irregularidades que se adviertan en los 

tribunales y juzgados que efecten la administración de justicia. 

También esta facultado a la protección de 1 os menores o 

jurldicamente incapaces, y en la intervención en los juicios civiles o 

familiares que se tramiten entre los tribunales respectivos, en los que 

aquellos que sean parte de alguna manera puedan resultar afectados. 

Además de que intervendrá en los juicios en que deba hacerlo como 

representante social en los términos que sellala la ley. Además auxiliara 

al Ministerio Público Federal y de los Estados de la Federación. 

Para el cumplimiento de sus atribuciones, el Ministerio Público 

podrá requerir informes, documentos y opiniones de las dependencias y 

entidades de la administración Pública Federal y de las correspondientes 
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al Departamento del Distrito Federal, uf como de otras autoridades y 

emdades, en la medida en que puedan suministrar elementos para el 

debido ejercicio de sus atribuciones. Asl mismo, podrá requerir infonnes 

y documentos de los particulares, para los mismos fines, en los ténninos 

previstos por lu leyes respectivBB (articulo 8 de la Ley Orgánica de la 

Procuradwia General de Justicia del Distrito Federal). 

Ahora bien, para el ejercicio de las atribuciones, funciones y 

despacho de los BBUntos de su competencia, la Procuradurla Federal de 

Justicia del Distrito Federal contará con los siguientes servidores 

públicos y unidades administrativas: 

l.· Procurador General de Justicia del Distrito Federal 

2.· Subprocurador de Averiguaciones Previas. 

3.· Subprocurador de Control de Procesos. 

4.- Oficial Mayor. 

5 .• Contralorla Interna. 

6.- Dirección General de Administración y Recursos 

Humanos. 

7 .• Dirección General de Asuntos Jurídicos. 

8.- Direcciones General de Averiguaciones Previas. 

9.- Dirección General de Control de Procesos. 

10.- Dirección General de Coordinación de Delegaciones. 

11.· Dirección General del Ministerio Público en lo Familiar y 

Civil. 

12.· Dirección General de la Policla Judicial. 
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13.- Dirección General de Servicios a la Comunidad. 

14.- Dirección General de Servicios Pericias. 

15.- Unidad de Comunicación Social. 

16.- Organos desconcenlrados por territorios. 

17.- Comisiones y comités (mtloulo 2 reglamento interior de la 

Procuradurla General de Justicia del Distrito Federal). 

l.· El Procurador General de Justicia del Distrito Federal en sus 

atribuciones no delegables, deberá fijar, dirigir y controlar la politica de 

la Procuraduría, asl como vigilar las operaciones de las unidades 

administrativas del cual esta integrados. 

Tnformarle al Presidente de la República sobre el estado de los 

asuntos encomendados a este, así como proponerle los proyectos de 

leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y ordenes relativa a los asuntos de 

la competencia de la Procuraduría. 

Por medio de la expedición de acuerdos circulares dará al personal 

la Institución de las instrucciones generales o especiales para el 

cumplimiento de sus atribuciones y funciones para lograr la unidad de 

acción del Ministerio Público, intervendrá por si mismo cuando los 

ju1311e necesario o por acuerdo del Presidente de la República, en los 

asuntos de orden penal, civil o familiar en las que el Ministerio Público 

debo ser oido, asl como conocer y sancionar las faltas cometidas por el 

Ministerio Público durante su actuación en los procedimientos en que 

intervenga, deberá dictar las medidas para investigar las detenciones 

arl>itrarias que 
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se cometen y otros abusos de autoridad. Fncomendar a cualquiera de los 

agontes del Minillterio Público independientemente de sus funciones, el 

estudio de los llBWllos que estime convenientes. 

El Procurador deberá instruir a los subprocuradores, al oficial 

mayor y a los Titulares de 1 as unidades a<Dninistrativas de apoyo técnico 

y asesoría directa del titular, sobre los ténninos en que el personal de la 

procuradurla pueda proporcionar auxilio de otras autoridades, conforme 

al articulo 19 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal (articulo 5 fracción XIX del Reglamento de la Ley 

Orgánica de lo Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal). 

También tendrá el Procurador las siguientes atribuciones mismas 

que podrán ser delegadas en los Subprocuradores, como sería la 

autorización a los servidores públicos competentes de la Procuraduría, 

para que actúen en materia de sobreseimiento de los procesos penales en 

los casos en que proceda legalmente, también deberá resolver sobre los 

casos en que preceda pedir la libertad del detenido y no ejercicio de la 

acción penal. 

2 y 3 Los Subprocuradores, acordarán con el Procurador el 

despacho de los asuntos de su competencia y de las unidades 

administrativas a su cargo y responsabilidad someterán a la aprobación 

del Procurador los estudios y proyectos de trascendencia que se elaboren 

en las unidades administrativas que se encuentren bajo su cargo, deberá 

coordinar y vigilar las actividades de las unidades administrativas deberá 
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recibir en acuerdo a los Titulares de las unidades achinistrativas de su 

adscripción y resolver los asuntos que sean competencia de las mismas. 

Rosolver, por delegación que haga el titular mediante acuerdo, 

sobre los casos en que se considere el no ejercicio de la acción penal, asl 

como las consultas que el Agente del Ministerio Público formule o las 

prevenciones que la autoridad judicial acuerde, en los ténninos que la ley 

establezca a propósito de conclusiones presentadas en un proceso penal o 

de actos y a consecuencias sea el sobreseimiento del proceso o la 

libertad absoluta del inculpado wrtes de que se pronuncie sentencia 

(articulo 7, fracción X del Reglamento de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal). 

4.- El Oficial Mayor acordara con el Procurador el despacho de 

los asuntos de su competencia y de las unidades administrativas a su 

cargo y responsabilidad, tendrá que someter a la aprobación del 

Procurador los estudios y proyectos de lrasencia que se elaboren en las 

unidades administrativas a su cargo, con la aprobación del Procurador 

establecerá las pollticas, nonnas, sistemas, criterios, técnicas y 

procedimientos de la administración de los recursos humanos, 

financieros, materiales y tecnológicos de la Procuraduría, deberá vigilar 

el ejercicio del presupuesto, autorizar las erogaciones, los convenios y 

contratos en los que la Procuraduría sea parte y afecten su presupuesto. 

Acordara en bases generales fijadas por el Procurador, los 

nombramientos, movimientos de personal y tenninación de los efectos del 
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nombramiento, de los servidores públicos de la Institución, coritrolara las 

adquisiciones necesarias para satisfacer las necesidades materiales de la 

Procuraduría, asl como conselVlll" y mantener los muebles e imuJebles de 

la Institución. 

Llevara el registro de finnas de los funcionarios de la 

Procuradurla, turnará y remitirá los documentos y correspondencia que 

reciba, dándoles el destino adecuado, apoyará la vigilancia del 

cumplimiento de la Ley Federal de responsabilidades de los servidores 

públicos. El Oficial Mayor tendrá a su cargo y responsabilidad, las 

unidades administrativas que le comiere el Procurador y el mwmal de 

organización. 

5.- La contralorla interna realii.ará los estudios y análisis relativos 

a la organización e iru.trumentación del sistema integrado de control de la 

Procuraduría informando los resultados tanto al Procurador, como a la 

Secretarla de Contraloria General de la Federación, deberá recabar datos 

y elementos técnicos necesarios sobre los proyectos de disposiciones, 

pollticas y normas; lineamientos y someterlos a la aprobación del 

Procurador, realizará auditorias a las distintas dependencias de la 

Procuradurla observando los programas mismos de la auditoria, recibirá 

las quejas y denuncias por incumplimiento de las obligaciones de los 

servidores públicos, en donde deberá investigar y resolver, conforme a 

las normas y procedimientos establecidos por la Secretaria de la 

Contraloria General de la Federación y de los ordenamientos legales 

aplicables. 
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Deberá fonrular los pliegos y responsabilidades 111e procedan en 

relación a irregularidades descubiertas en el ejeroicio de sus atribucionn, 

tumlndo los cxpediente1 respectivos, cuando de 101 mismos 1e puedan 

desprender responabilidadea cuyo conocimierxo y B811Ción c~ al 

Procurador y a la Secretaria de la Contralorfa General de la Federación 

(articulo 11, fracción Vlll del RegllltMrio de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Dilllrito Federal). 

6.· Las atribuciones que le corresponden a la Dirección General de 

Alhtinistración y Recursos Humanos son en primer lugar la de fomwlar 

el antiproyecto de presupuesto de la Procuraduria y someterlos a 

consideración del Oficial Mayor, llevara a cabo el presupuesto de la 

Procuraduría, a través de las partidas correspondientes, deberá tramitar 

todo lo relativo a nombramientos, ascensos y renuncias, cambios de 

adscripción, licencias, vacaciones y dotación de documentos de 

identificación para el personal de la Procuradurla. 

Promover la captación de aspirantes a servidores públicos de la 

Institución, asl como detectar las necesidades de profesionalización del 

personal de la Institución y proponer alternativas de solución. 

7.· La Dirección General de Asuntos Jurldicos, deberá realizar los 

estudios y emitir las opiniones y dictámenes derivados de las consultas 

de carácter jurldico que le sean formuladas por el Procurador. 

Dictaminar en los asuntos en que el Procurador o por Delegación 
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de '&te los 111bprocwadores deben decidir: 

a) Sobre la procedencia del no ejercicio de la acción penal y 

archivo de la averiguación previa; en estos casos el Ageme del Ministerio 

Público antes de remitir la averiguación previa a la Dirección General de 

Asuntos Jurldicos, notificará al demmciante o querellante el acuerdo en 

que unite su opinión, le otorgará el tennino de quince dlas naturales para 

que exprese por escrito lo que a su derecho convenga y acordará la 

procedente; 

b) Sobre la procedencia de la solicitud de sobreseimiento de los 

procesos penales; 

c) Sobre la confumación, revocación o modificación de las 

conclusiones acusatorias en que se cambie la clasificación del delito 

hecha en el auto de fonnal prisión o de sujeción a proceso (articulo 15, 

fracción 11 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal); 

Cuando existan diferencias de criterio entre las direcciones 

generales de averiguaciones previas y conlrol de procesos, la Dirección 

General de asurúos jurfdicos resolverá respecto a la procedencia o no del 

ejercicio de la acción penal, fomwlará los informes previo y justificado y 

toda clase de promociones recursos que deban presentarse en los juicios 

de amparo promovidos conllll actos de las autoridades de la 

Procuradurla. 
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Deberá llBUmir la representación de cualquiera de los funcionuios 

de la Procurawria cuando exilllanjuicioa en su contra. 

Coordinlr con la Procurawria General de la República y la 

Procurawrias de Justicia de las Entidades Federativas los estudios 

necesarios para unificar la organización, el criterio y los procedinúentoa 

del Ministerio Público. 

8.- La Dirección General de Averiguaciones Previas recibirá 

denuncias, acusaciones o querellas sobre acciones u omisiones que 

puedan constituir delito, investigará los delitos de orden común con el 

auxilio de la Policla Judicial, de los servicios periciales y de la Policla 

Preventiva, practicando las diligencias necesarias para la integración de la 

averiguación previa y la comprobación del cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad, restituirá al ofendido en el goce de sus derechos 

provisional e imnediatamente, cuando este plenamente comprobado en la 

averiguación previa el cuerpo del delito de que se trote, exigiendo 

garantla suficiente, si se estimare necesario, pondrá a su disposición de la 

autoridad competente a las personas detenidas de acuerdo con el articulo 

16 Constitucional, y deberá solicitar en ténninos del mismo articulo las 

ordenes de cateo que sean necesarias, asegurará los bienes, instrumentos 

y objetos relacionados con los hechos delictivos. 

Deberá requerir informes y documentos de loa particulares para el 

ejercicio de sus atribuciones, am<iliará al Ministro Público del foro 

común de las Entidades Federativ!IB, solicitará la aplicación de la medida 
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precutoria de lllTligo, y rendira los informes necesario• para BU 

inl«Vención en los juicios de amparo. 

9.- A la Dirocción General do Control de Procesos, a través de BUS 

Agentos del Ministorio Público adscritos a salas juzpdos penales y en el 

área de cOll8ignaciones le corresponde: 

Intervenir en los procesos penalos, promoviendo las diligencias 

tendientes a comprobar el cuerpo del delito, la responsabilidad penal de 

los inculpados y la reparación del daño (articulo 17, fracción 1 del 

Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuradurla General de Justicia del 

Distrito Federal): 

La Dirección General de Control de Procesos deberá intervenir en 

las diligencias y audiencias que se practiquen en los ju28Bdos y salas 

penales de su adscripción, y desahogará las visitas que se les den. 

Deberá formular y presentar los pedimentos dentro de los ténninos 

legales y solicitar la imposición de las penas y medidas que correspondan 

al pago de la reparación del daño, deberá interponer los recursos que la 

ley concede y expresar los agravios correspondientes, practicará las 

visitas a reclusorios y concurrirá a los que practiquen los jueces ante los 

que actúen. 

Vigilará el exacto cumplimiento del principio de legalidad y de la 

pronla y expedita irnpatición de justicia, remitir a la Dirección General de 
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Poliofa Judicial por conciscto del Procurador, las ordenes de aprehenlión, 

reaprehensión, comparecencia, arresto, presetUción y cateo e infonnar de 

su ~limiento al Procurador. Deberá ejercitar la acción penal por 

diveraos delitos o en contra do personas distintas a las precesadas cuando 

llUl8en elementos que están intimamente vinculados al caso en cuestión. 

Remitirá a la Dirección General de Asuntos Jurldicos 11111 

averiguaciones previas en las que, después de opinar que no procede el 

ejercicio de la acción penal, la Dirección Ckneral de averiguaciones 

previas reitere su acuerdo de la procedencia de ejercitarla, a fin de que 

aquella dirección resuelva lo conducente. 

1 O.· La Dirección <kneral de Coordinación de Delegaciones tendrá 

las siguientes atribuciones: 

Planear, dirigir, organizar, coordinar y evaluar el desempeilo de 11111 

funciones de las delegaciones regionales a su cargo, y asesorar a las 

unidades de la Procuraduría en el Proceso de desconcentración. 

Supervisará las actividades de las delegaciones regionales, 

dándoles instrucciones generales y fijando criterios de ejecución de los 

acuerdos y circulares que se expidan. Gestionará ante las dependencias y 

entidades correspondientes los apoyos necesarios, para el buen 

desempeilo de las funciones que les sean encomendadas a las 

delegaciones regionales. 
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11.- La Dirección General del Ministerio Público en lo familiar y 

Civil, a través de los agentes del Mirusterio Público adscritos a los 

juzpdos y Balas, de lo familiar y civil, tendrá las siguientes atribuciones: 

Intervenir en los juicios en que sean parte los menores incapaces y 

los relativos a la fanúlia, al estado civil de las personas, sucesores y todo 

aquello en que por disposición legal sea parte o deba darse vista al 

Ministro Público (artículo 19, fracción I del Reglamento de la Ley 

Ol"gánica do la Procuradurfa General do Justicia del Distrito Federal). 

Desahogará las visitas que le den en las audiencias o diligencias 

que so practiquen en los ju~dos y salas familiares y civiles de su 

adscripción, asf como interponer los recursos legales y fomwlar, y 

presentar los pedimentos procedentes dentro de los términos legales. 

Defenderá a los incapaces no sujetos a la patria potestad o tutela, 

deberá ejercitw- fa acción, consiguientes en coordinación con la Dirección 

General do Servicios a la Comunidad, a fm de proporcionw- a los menores 

o incapacitados, la más amplia protección que en derecho proceda, ya sea 

entregándolos a quien o quienes ejerzan la patria potestad, a quienes 

acrediten el entroncamiento con el menor o incapacitado o 

canalizándolo a algún establecimiento asistencial. Fn su caso, promover 

ante los tribunales competentes la designación de custodio o tutores, 

otorgando el conseiúimiento cuando la Procuradurla hubiera acogido al 

presunto adpotado por estar relacionado con una averiguación previa 

(artículo 19, fracción XI, del Reglamento de la Ley Orgánica de la 

ProcuraWria 
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General de Justicia del Distrito Fodenl). 

12.- Le corre11¡>onde a la Dirección General de la Policía Judicial 

invelllisar loa hechos dclictuosos que ordene o solicito al Ministerio 

Público, asf como aquellos en los que tenga noticia directamente, 

haciéndolo de inmediato del conocimiento del Agente del Ministerio 

Público. 

Tendrá que buscar e indasar las pruebas de la existencia de los 

delitos y aquellas que se ha8B'1 presunta la responsabilidad de quienes en 

ellos participaron, deberá entregar las citas y presentar a las personas que 

les solicitan los Agentes del Ministerio Público, ejecutará las ordenes de 

presentación, parecencia, aprehenEión y cates que emitan los órganos 

jurisdiccionales, deberá poner de irmediato a las personas aprehendidas, 

así como a las que len,ga que comparecer. La investigación que realice.la 

Policfa Judicial se sujetará en todo momento al principio del respeto a los 

derechos de los individuos y se ejercerá con estricto apego a la legalidad. 

13.- A la Dirección General de Servicios a la Conrunidad le 

cOR'esponde promover la participación y concertación social, enlomo a 

las tallas de la Procuraduría, proponer mecanismos de participación 

ciudadana para el sistema de Justicia y seguridad pública. otorga toda la 

orientación que requieren lu personas y en su caso canalizarlas a las 

dependencias etltidades adecuadas, en el caso de una victima, de un 

delito se le dará atención y orientación y se canaliz.ará a la autoridad 

competente para su auxilio. 
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Atenderá las quejas que presenten Jos puticulares por actos de 

otras autoridades, en relación a la Procuramma de Justicia y ponerlos 

fonnalmente en el conooinúento de quien competa resolverlas. Estas 

quejas deberán ser analizadas y evaluaran el contenido de estas que se 

presenten contra servidores públicos de la Institución por incumplinúcmto 

de 1Us obligaciones, y someterlas a consideración de la autoridad 

competente. 

14.- La Dirección General de Servicios Periciales deberá, emitir 

dictámenes a petición del Ministerio Público de sus diversas 

especialidades, también podrá pedirla a la Policía Judicial de las demás 

autoridades administrativas de la Procuraduría y de las autoridades 

judiciales del foro común. Twnbién atenderá las solicitudes de otras 

autoridades o instituciones, previo acuerdo del procurador y sin perjuicio 

de la atención preferente al atenderse solicitudes formuladas. 

La Dirección General de Servicios Periciales, tendrá a b11 cargo el 

casillero de identificación criminalistica, identificará a Jos procesados en 

los términos señalados por la ley. También devolverá cuwido proceda, la 

ficha sinalectica a las personas que lo soliciten, también deberá expedir 

los certificados que informen sobre antecedentes penales, como también 

rendira los informes necesarios para su intervención en los juicios de 

amparo. 

1 S.- La unidad do comunicación social, deberá planear, organizar, 

coordinar y ejecutar Jos programas de comunicación social, y do - - -
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relaciones públicas, deberá recabar informe• y docwnenlo1 necnario11 

para la elaboración de 101 proyecto• de boletines inf0111111livo1, corno 

también deberá elaborar los boletines, docwnemo1 informativos 

especiales u materiale1 audiovisuales de la dependencia, asi como 

atender a los represenlanletl de los medio de comunicación. Realizará 

estudio11, encuaness de opinión pública para poder modificar o estructurar 

el programa de comunicación s~cial de la Procuraduría. 

16.- Las delegaciones regionales, son órganos desconcentrados por 

territorio, tendrá la jurisdicción que les sellale el acuerdo respectivo, 

mismo que deberá ser publicado en el Diario Oficial do la Federación. 

Las Delegaciones regionales, ejercerán dentro del ámbito territorial que 

se les haya asignado las atribuciones de las unidades de la ProcuraWria 

que se les señalen. 

17.- Las comisiones y los Comités deberán elaborar para su mejor 

organización y funcionamiento, sus reglas internas de operación, y estas 

comisiones y Comités, están integradas por los subprocuradores, oficial 

mayor y contralor interno, que esteblecerá el Procurador, y les 

corresponde a los Titulares de las direcciones generales y órganos 

amnÍJÚstrativos desconcentrados participar en las comisiones cuando así 

se detennine. 

Ahora bien el Ministerio Público tlllllbién deberá intervenir en los 

juicios relativos a la familia, al estado civil de las personas, sucesorios y 

todos aquellos en que por disposición legal sea parte o debe darse vista 
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al Ministerio Público (articulo 19, fracción I del reglamento interior do la 

ProcuraWrla General de Jullticia del Distrito Federal). 

Deriro de lu funciones del Ministerio Público en especial a la 

Dirección de representación social en lo familiar y civil, dependiente do 

la Dirección General de Control de Proceso, esta encargada de vigilar y 

coordinar a los agmes del Ministerio Público adscritos a los ju28Bdos y 

salaa familiares y civiles. 

El Ministerio Público actúa como órgano requerente o accionante, 

realiza actos de impuso, en estos caeos, sus funciones dentro del juicio 

civil son limitadfsimaa. Fuera de los casos seflalados por la ley, el 

Ministerio Público no se encuentra legitimado para iniciar o participar en 

un proceso con el carácter de parte formal. Actúa como órgano 

requirente en los siguientes casos: 

Se encarga al Ministerio Público la representación judicial de los 

ausetúes, de los menores y de los jurídicamente incapaces. En dichos 

casos, el Ministerio Público no tiene facultad general de intervención, su 

actuación se .encuentra determinada por las hipótesis establecidas en la 

ley. 

El Ministerio Público deber representar a los ausentes que 

carezcan de representame legitimo en las diligencias urgentes cuya 

dilación pudiera resultar perjudicial (articulo 48 Código Procedimientos 

civiles, 1056 Código de Comercio) ajuicio del tribunal. 
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La representación de los ausentes por parte del Ministerio Público 

es obligatoria en los juicios sucesorios (articulo 795 Código 

Procedimiontos Civiles) en ellos, su intervoru:ión deberá proclicirae 

mediante citación del 1117glldor y terminará al momento en que los 

herederos ausentes se presenten a juicio o nombren legitimo 

representante. 

El Ministerio Público deberá defender en juicio a los menores o 

incapaces, cuando estos carezcan de representante legitimo en los juicios 

sucesorios (artículo 770 del Código de Procedimientos Civiles), y en los 

casos en que su tutor legitimo realice una deficiente administración del 

patrimonio del tutelado (articulo 315, 442,507 y 651 del Código Civil). 

Respecto a la nulidad del Matrimonio, el Código Civil dispone que 

compete al Ministerio Público pretender la anulación del Matrimonio en 

detenninados casos, taxativamente señalados pudiendo también, apelar 

de las sentencias que sobre los mismos recaigan (articulo 242, 243, 244, 

248, del Código Civil). 

También realiza el Ministerio Público en materia civil, funciones 

como órgano dictaminador o consultivo, siendo mayor el número de casos 

en que nuestras leyes facultan a participar al Ministerio Público dentro de 

un proceso civil ya iniciado. 

En este tipo de actividad del Ministerio Público, las hipótesis mis 

relevantes de la ley se presentan en los procesos que afectan las - - - -
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relaciones indoles &miliar, como pueden ser el caso de divorcio por 

rmtuo c01111Mtimiento, dondo el Ministerio Público debe velar por la 

salV18Uarda de 101 inleresea de los hijoa menores (utlculo1 675, 676, y 

680 del Código de procedimientos Civiles), compete al Ministerio 

Público expresar su aceptación o rechazo del convenio de liquidación de 

la sociedad conyugal sólo en base a los intereses de los menores y no 

como un defensor del vínculo matrimonial. Otro aspecto lo constituye el 

estado civil en lo que se refiere a lu hipótesis de revisión de actas de 

estado civil y nulidad de matrimonio; en las transmisiones patrimoniales 

mortis causa, donde el Ministerio Público debe velar por los intereses de 

los menores ( artículos 422, 441, 507 y 651 del Código Civil, 779 

Código de Procedimientos Civiles). 

Así mismo también debe intervenir en la ejecución de sentencias 

extranjeras ( artículo 608 del Código de Procedimientos Civiles) en la 

ejecución do bienes concursados (articulo 764 del Código do 

Procedimientos Civiles), en la gran mayoría de los procedimientos 

pertenecientes a la llamada jurisdicción voluntaria, así como en la 

expedición de copias y testimonios judiciales relativos a procesos en que 

no exista contraparte o esta se encuentre ausente (artículo 7 del Código 

de Procedimientos Civiles). 

Santiago Oílate Laborde, afirma que'" el Ministerio Público dentro 

del enjuiciamiento civil mexicano no altera, sino en fonna mlnima, los 

marcados flll!gos privatistas detdrO de los que históricamente viene a 

situarse la justicia civil mexicana. La intervención que nuestras leyes -
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confieren al Miniaterio Público, no altcn fimdlmerUhnelio ol 

marcadí1imo ~o dol principio dentro del procno civl"(28). 

Sin emb111"8o, Juventino Cut.ro 1oílala quo "on ol juicio civil... 10 

versan intonsos do cll'icter privado, y la i~avención dol Minillerio 

Público en el no se recllcen tan aolo a repreaerar y defender el interi1 

público demo de ese juicio de carácter privado, sino también y do 

manera principallsima velando por los intercaes particulares de quienes 

por alguna circunstancia no están en aptitud do defenderlle ... , demostrado 

que el interés general so establece también a esos casos que persiguen ol 

interés privado, viniendo a llenar el Ministerio Público la función altlsima 

de 1Últe1is coordinadora e inte!!l'lldora de los intereses sociales e 

indiviwales" (29). 

B. FUNCIONES DEL MINlSTERIO PUBLICO FEDERAL. 

Por las características propias que ha adquirido la función del 

Ministerio Público, por su dcfmida y legal intervención que le han 

conferido tanto las leyes generales do la federación, como las 

particulares de las entidades federativas y que lo yerguen como el 

representante único do la sociedad en la búsqueda de garantla de ms 

intereses, interviene decididamente en el justo y necelllrio equilibrio que 

debe prevalecer entre los poderes legislativo, ejecutivo y judicial. 

(28) on• Lt&lorae S. El P•P•I dtl N.P. en 11 ProcHO CM! Mh.1Uno. Comun1cec1on11 MtrkMH 11 DC congruo 

tn11m1c1on111ft1Derecno como1r1120(TI:HfR#l1t74)lMx., Ul'Wlt, 1111. P. 11 

(21) CHftl JU'l'lntlno, opu1,c11., P. 112•tl3 
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Hablnmos en puticular de las funcione& del Ministerio Público 

Federal y eq>eAremo& diciendo que tiene su fundamento en los artículos 

21 y 102 COllllitucional. La ln8titución del Minillterio Público Federal se 

resalla por la Ley Orgmúca de la Procura<llria General de la República 

(Publicada en el Diario Oficial el 12 do diciembre de 1983) y por el 

resJamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República (publicado en el Diario Oficial el dla 8 de octubre de 1993). 

El Ministerio Público so encuentra presidido por el Procurador 

General de la República, quien será nombrado por el Presidente en uso 

do las facultades que le otorga el articulo 89, fracción ll de la 

Constitución. Los requisitos que debe llenar el Procurador son los 

mismos seftalados para los Ministerio de la Suprema Corte de Justicia: 

ser ciudadano mexicano por nacinúento; encontraste entre 35 y 65 años 

de edad; poseer titulo profesionsl de abo!Jlldo con antigOedad mlnima de 

cinco años, sozar de buena reputación. no haber sido condensdo por 

delito que amerite pena corporal de más do un año de prisión y haber 

residido en el pals Wrante los dos últimos años (articulo 120 y 95 

Constitucionales). 

La Procuraduría Ger.eral de la República se encuentra integrada 

por los siguientes Smvidores Públicos: 

Procurador General do la República 

Subprocurador de Avoriguacione1 Previaa 

Subprocuraduria do Control de Procesos 
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SUbprocuraWda de 1urfdica 

SubprocuraWrla de Delegaciones y Vi1itaWrfa 

Ofioialla Mayor 

Cocmloria Interna 

VisitaWrla General 

Dirooción General de Comunicación Social 

Dirección General de Prevención del Delito y Servicios de Comunidad 

Dirección General de Averi81Jaciones Previas 

Direcoión General de Control de Procesos 

Dirección General de 1urldica 

Dirección General de Amparo 

Dirección General de Asuntos Legales Internacionales 

Dirección General de la Policl111udicial Federal 

Dirección General do Recursos Humanos 

Dirección General de Programación Organización y Presupuesto 

Dirección General de Recursos Materiales y Servicios Generales 

Dirección General de Control y Bienes Asc81Jrados 

Dirección General de Sistemas de Infonnación y Estadlsticas 

Dirección General de Servicios Aéreos 

Dirección General de Quejas y Derwncias 

Dirección General de Supervisión y Auditoria 

Dirección General de Protección de los Derechos Humanos 

Delegaciones 

lnllituto Nacional para el combate de las Drogas 

.lnl!tituto de Capacitación. 
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Son filcultad del Ministerio Público Federal los que se enlistan en 

el articulo sc8IJl!do de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República y son los siguientes: 

1.- Deberá vigilar la observancia de los principios de 

Constitucionalidad y legalidad en el ámbito de su competencia. Esta 

facultad se desarrolla en el articulo 3 de la Ley Orgánica de la 

Procuraduria General de la República, que menciona la intervención del 

Ministerio Público como parte en todos los juicios, promoviendo la 

estricta observancia de la ley y la protección del interés público. 

El articulo 5, ftacción IV de la Ley de amparo, dispone "son partes 

en el juicio de amparo: El Ministerio Público Federal, quien podrá 

intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que seffala la ley, 

independientemente de las obligaciones que 111 misma le precisa para 

procurar la pronta y expedita administración de justicia". Tiene su 

fundamento en la ftacción XV del articulo 107 Constitucional, "el 

Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Público 

Federal que al efecto designare, será parte en todos los juicios de 

amparo, pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el 

caso de que se treta carezca, a su juicio, de interés público". Con base 

en estos artlculos de la Ley Orgánica de la Procuradurla General de la 

República establece que la vigilancia de la constitucionalidad y legalidad 

comprende; la intervención del Ministerio Público como parte en todos 

los juicios de amparo promoviendo la estricta observancia de la Ley y la 

protección del interés público (articulo 3, ftacción I de la Ley Orgánica -
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de la Procuradurfa General de la República). 

Ahora bien, puede darse el caso de que en el juicio de amparo 

haya un desdoblwniento de la personalidad del Ministerio Público 

Federal, esto se da cuando actúa como ll@rBViado en representación de 

estado, y también como vigilante de la legalidad en el proceso. 

En el articulo 5, fracción IV de la Ley de amparo se enmarcan dos 

funciones del Ministerio Público Federal. La primera como parte dentro 

del proceso, pudiendo concluir el Ministerio Público en cualquiera de los 

dos sentidos sustanciales de las partes o pugnar por una tercera solución, 

ante el órgano sentenciados y la segunda como regulador del 

procedimiento, deduciendo esto de la redacción mismas, cuando afirma 

independientemente de las obligaciones que la misma le precisa para 

procurar la pronta y expedita administración de justicia. Por ello, si es 

independiente, significa que no tiene relación con la primera parte de la 

fracción cuarta, de tal manera que se engloban asl dos aspectos dentro de 

esta disposición. 

El Ministerio Público Federal en ejercicio de sus funciones como 

regulador del procedimiento, debe cuidar que los juicios de amparo no 

queden paralizados. especialmente en el caso de aplicación de leyes 

declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia (articulo 157 de la Ley 

de amparo) y también debe vigilar que nif18Ún juicio de amparo quede 

archivado sin que se cumpla la sentencia en que se ha concedido al 

agraviado la protección constitucional (articulo 113 de la Ley de amparo). 
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Es facultad del Procurador proponer al Presidette do la ~blica 

lo• infonnes legislativos necesarios para la exacta observam:ia de la 

Constitución y la vigilancia de la aplicación de la Ley en todos lo lugares 

de detención, prisión o reclusión de reos federales. 

Presenta la Ley Orgánica de la Procuradurla General do la 

República cierta innovación en nuestros derechos, pues el artículo 3 

fracción m, segundo párrafo, impone al Ministerio Público Federal la 

oblif!8ción de orientar legalmente al particular que presente quejas por 

actos de otras autoridades, que no constituyan delitos de orden federal. 

Según Garcla Rarnfrez, esto se puede considerar como gennen de lo que 

pudiera llegar a ser un "abudsman" mexicano (30). 

2.- Promover la pronta, expedita y debida procuración e 

lmpartición de justicia e intervenir sobre esta materia en el estudio, la 

promoción y la ejecución de programas y acciones de acuerdo al articulo 

26 Constitucional de la Ley do Planeación. 

En el wticulo 197 y 197 A de la Ley de Amparo, relativos a la tesis 

contradictorias en las salas de la Suprema Corte de Justicia o en los 

Tribunales Colegiados de circuito, se expresa la posibilidad de 

denunciarlas por pwte del Procurador General de la República, 

facultando para exponer su pu-ecer dentro del plazo de 30 días. La Ley 

Orgánica de la Procuradurla General de la República regula esta facultad 

en el articulo 4, fracción m y IV: 
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3 .• Deberá representar a la Federación en todos los negocios en 

que 11Ca parte, e intervenir en lu controveraiu que so susciten eme dos o 

mú ostados de la Unión, elite un Estado y la Federación o entre 101 

poderes de un mismo Estado, y en los casos de los diplomáticos y los 

cónsules generales. 

En el articulo 102 Constitucional se faculta al Procurador General 

para intervenir en todos los negocios en que la Federación fuese parte, el 

articulo 107 fracción n inciso e, señala que "en los juicios civiles fe 

orden federal las sentencias podrán ser reclamadas en ampara por 

cualquiera de las partes, incluso por la federación en defensa de sus 

intereses patrimoniales" y el articulo 9 de la ley de amparo al respecto a 

las personas morales oficiales afirma que "podrán ocurrir en demanda de 

amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que desiguen 

las leyes, cuando el acto o la ley que se reclamen afecto los intereses 

patrimoniales de aquellas''. En base a los artlculos mencionados, el 

Procurador General de la República pude ser parte agraviada en el juicio 

de amparo. También desarrolla este punto el articulo 5, fracción I, de la 

Ley Orgánica de la Procuradurin General de la República. 

El Ministerio Público F edcral deberá intervenir como coadyuvante 

en los negocios en que sean parte o tengwi intereses juridico las entidades 

de la adnúnistración Pública Federal. 

(30) Arrtet1 Rllll. El oDud,m•n en dtrtcno comp1reao Rntsla ae 11 r1curt1C1 ae oerettlo No 37, 198M9"2, 

C•ratH, VtnezutJI, P. 37. "El oouaam1n es un com1t1on1do del congreso ( o p1r11mento), para uwnug1r IH 

oenunclat ae los ciudadanos encontre ae los abusoe comeuaoa por la ae1m1n\strac10,, yto t1urotrac11. e:e una rorma 

1nHruc1on11 que protege los dertcnos cons1111Jclont1et ae los 1naiw1auos ft'entt 111 pro11ttr1t10n ae 10 1am1n11rrac1on y 

la cretl•nte 1um1nt1) ae eus poaert9". 
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Será representante de la Federación el Minillterio Público Federal en los 

cuos previstos por la ley de nacionalización de bienes, reglamernria del 

articulo 27, fracción 11 de la Constitución, que menciona lo siguiente "1118 

asociaciones religiosas denominadas iglesias, cualquiera que sea su 

credc, no podrán en ningún caso, tener capacidad para adquirir, poseer o 

administrar bienes ralees, ni capitales impuestos sobre ellos, los que 

tuvieran actualmente, por si o por interpósita peraona, enlrarán al dominio 

de la Nación concediéndose acción popular para denunciar los bienes que 

se hallaran en tal c11So". 

La intervención del Ministerio Público Federal en las controversias 

que se susciten entre dos o más Estados de la Federación, entre un 

Estado y la Federación o entre los pobres de un mismo Estado, será 

mediante un dictamen jurídico sin efectos vinculantes y a requerimiento 

de las partes (articulo 5, fracción V de la Ley Orgánica de la 

Procuraduria General de la República). Relacionado con ese tema se 

encuentra el articulo 105 constitucional "corresponde solo a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación conocer de las controversias que se 

susciten entre dos o más Estados, entre los pobres de un mismo ei:lado 

sobre la constitucionalidad de sus actos y de los conflictos entre la 

Federación y uno más Estados". 

Dispone el articulo 102 Constitucional que "el Procurador 

intervendrá en los casos de los diplomáticos y cónsules generales". Es 

oscuro en su redacción, pues no especifica la calidad baja la que debe 

intervenir, ni en los c11Sos en los cuales lo debe hacer. Viene en auxilio 

de éste, el artículo 5, fracción VI, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
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General de la República, aclarando que sri modildo requerimiento do 

las partes, por medio de un dictamen juridico que no te!KH efectos 

vinculares. Dejando que la pretensión punitiva, fonnulando conclusiones, 

exigiendo la reparación del daño al ofendido, solicitando la aplicación de 

las penas y medidali que procedan e impusnando las sentencias 

definitivas que causen agravio a los intereses juridicos de la sociedad. 

En el caso de un delito cuya persecución requiera de querella u 

otro acto equivalente por parte de alguna autoridad, el Ministerio 

Público Federal al tener conocimiento, lo comunicará inmediato por 

escrito la autoridad legitimada paru presentar querella o cwnplir con el 

requisito equivalente. 

6. Está facultado el Procurador para representar al Gobierno 

Federal, en actos de esto con los Estados de la República, previo acuerdo 

con el Presidente. La materia de dichos actos deberá relacionarse con la 

procuración e impartición de justicia, por medio de la promoción y 

celebración y convenios sobre apoyo y ascsoria recíprocos en materia 

policial, técnico, juridica, pericial, de fonnación personal para la 

procuración de justicia y para auxiliar al Ministerio Público Federal por 

pBrte de las autoridades locales (articulo 8 y 2, fracción rv de la Ley 

Orgánica de la Procuraduria Federal de la República). Es interesante 

destacar que esta representación se limita a una materia detenninada, 

para no invadir facultades del Secretario de Gobernación, a quien 

corresponde conducir las relaciones del ejecutivo con los Gobiemos de 

los Estados. 
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7. Es atribución del Ministerio Público Federal dar c~limierio a 

lu leyes, tratados y acuerdos de alcance iláemacional en que BD provea 

la intervención del Gobierno Federal, en uuntos concernientes a las 

atribuciones de la Institución. 

En el articulo 9 de la Ley Orgánica de la Procuraduria General de 

la República se desarrolla esta facultad, que comprende: La promoción 

de los instrumernos de alcance irnemacional en materia de colaboración 

policial o judicial, la inteivención en la extradición internacional de 

delincuernes y en la aplicación de los tratos celebrados comorme al 

último pámño del articulo 18 Constitucional, que se refiere a Jos "reos de 

nacionalidad mexicana que se encuentren compurgando penas en paises 

extranjeros, podrán ser trasladados a Ja República para que cumplan sus 

condenas con base en los sistemas de readaptación social previstos en 

este artículo, y los reos de nacionalidad extranjera sentenciados por 

delitos de orden federal en toda la República o del fuero común en el 

Distrito Federal podrán ser trasladados al país de su origen o residencia 

sujetándose a los tratados internacionales que se hayan celebrado para 

ese efecto. Los gobernadores de leyes locales respectivas, la inclusión 

de reos del orden común en dichos tratados''. 

8. Resulta de gran importancia a la fracción m, del artículo 7 de la 

Ley Orgánica de la Procura<bía General de la República contiene una 

facultad innovadora dentro de la esfera de atribuciones del Ministerio 

Público Federal. Otorga dicho flincionario la posibilidad de acudir en 

amparo o en revisión contra sentencies definitivas que causen agravio a 
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la 1104licdad. Dicha fracción se encuentra redactada de la manera 

siguicrte "la il111Upción, en los términos que la ley prcvCf188, de las 

aentencias defmitivas que causen agnvio a los intercsea juridicos de la 

sociedad, cuya represcrb.ción corresponde al Ministerio Público''. 

Comentando esta disposición, Sergio Garcla Rllmlrez expresa "esta 

novedad introducida en la Ley Orgánica de la Procuraduría Federal, no se 

confunda con la impu81J1lción mediante recursos ordinarios, que la propia 

ley menciona separadamente, al de la fracción ll de este articulo, y que 

ya existe en el sistema actual de enjuiciamiento, la Ley Orgánica abre 

aqul la puesta para la impugnación por amparo, o si se prefiere, por 

revisión o casación, no existe aún el procedimiento para que esto ocurra, 

simplemente se han planteado la facultad y la intención" (31). 

Tal facultad ya se encontraba contemplada dentro del texto anterior 

del articulo 104 Constitucional: "corresponde a los tribunales de la 

Federación conocer: Fracción ll, párrafo ll. En los juicios en que la 

Federación está interesada, las leyes podrán establecer recursos ante la 

Supremo Corte de Justicia contra las sentencias de segunda instancia". 

En el texto vigente se reduce tal facultad de revisión al ámbito 

administrativo "procederá el recurso de revisión ante la Suprema Corte de 

Justicia contra . las resoluciones definitivas de dichos tribunales 

acininistrativos, sólo en los casos que señalen las leyes federales". 

Es de gran trascendencia esta facultad del Ministerio Público - -

(31) Dlrt/I Ramtrez sergro. Ley organ1u d& la P .o R. coment.aoa, se11e 1e¡ps11e1on Menc1n1, lnsururo Ntclontl de 

c1encl1SPena1es 11e•. 
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Federal, debido a que puede darse en la práctica que en sentencia de 

se81J11da inltancia absolutoria, por diversBB razones, como po~a ser una 

actitud fuera de la ley de un juez quedara en libertad determinando sujeto 

que a todas luces hubiera cometido W1 illoito pensl; motivo por el cual, es 

necesario dotar al Ministerio Público de una vía para evitar dichas 

anomallas. 

C. PRINCIPALES RESOLUCIONES DEL AGENTE DEL MINISTERIO 

PUBUCO. 

1. EXTICION DE LA ACCION PENAL. 

Nuestra legislación mexicana emnarca los supuestos do extinción 

de la acción penal y son los siguientes: 

a).· La sentencia, que ha adquirido el carácter de cosa juz¡¡ada, 

puesto que si el fin de alcanzar con la acción penal es que el j1J288dor 

emita una decisión respecto a relación de derecho penal, y ello se logra al 

sentenciarse, consecuentemente, la acción penal se agota, o bien, se 

extingue. 

b).· La muerte del delincuente, la acción penal, as( como IBB 

sanciones que se le hubiera impuesto a excepción de la reparación del 

dallo y de la decomiso de los instrumentos con que se cometió el delito y 

las cosas que sean efecto u objeto de él, se extinguen por muerte del 

delincuente (articulo 91 del Código Penal para el Distrito y Territorios -
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Fedenle1) wllldo concllll'lll lo• reCfJl1itos 1iguientes: 

l. Que el delito no se pueda perseguir sin previa Cf!erella. 

ll. Que el perdón se conceda anle1 de f011111lar ilUB conclusiones el 

Ministerio Público. 

m. Que se otorgue por el ofendido o por la peniona que reconozca 

éste ante la autoridad como un legitimo represcnlante, o por quien 

acredite legalmente serio, u en su defecto por tutor especial que desi!!lle 

el juez que conoce el delito. 

Para que el perdón o el consentimiento surtan sus efectos, se 

precisa que sea incondicionales. 

En el delito de adulterio, el perdón del cónyuge ofendido produce 

el efecto de extinguir la acción penal (articulo 276 del Código Penal para 

su Distrito y Territorios Federales). no sólo para el cónyuge culpable, 

sino para todos los responsables, en virtud del principio de la 

indivisibilidad de la acción penal. 

d) El Matrimonio del estuprador con la ofendida o cuando no 

exista queja de! ofendido o de sus representantes (artículos 263 del 

Código Penal para el Distrito y Territorios Federales). 

''La arrnistla ·ha escrito un procelista mexicano· no es un acto de 

soberanía que se dirige a echar en el olvido ciertas infracciones y, en- -
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COlllOCUCIJQia, a impedir el procedimiento, o a tener como no existe el 

que se guere practicado y abolir lu sentenciu condenatorias 

prooonciadas contra los responsables de estas infracciones"... "es 

apliclblo antes do la amencia condenatoria; poro en uno y otro cuo, con 

anterioridad suprime la infracción, el proceso, la sentencia, todo lo que 

pueda ser destruido, y sólo se detiene ante los hechos que se hubiesen ya 

consumado" (32). 

f) La prescripción (artículo 101 del Código Penal para el Distrito y 

Tenitorios Federales) "es personal para ello bastará el simple transcurso 

del tiempo seflalado por la ley" produciendo sus efectos aunque no lo 

alegue como excepción el acusado. 

La prescripción penal, se funda no en el interés del particular, 

como civil, sino en la utilidad pública y por lo mismo, se consuma aún 

sin su conocimiento y contra la voluntad del inculpado, quien no pueda 

renunciarla, y produce sus efectos aunque no se alegue como excepción. 

2. SUPUESTO DEL NO EJERCICIO DE LA ACCION PENAL. 

Basándonos en el principio de legalidad, una vez agotada la 

averiguación previa, si so han comprobado el cuerpo del delito y la 

probable responsabilidad, el Ministerio Público deberá ejercitar la acción 

penal, ya que la acción no es de su propiedad. En relación con este tema 

(32) R•fHI d•P1n1,l1AcCldn Penal, Dertcno Ptn11 Conttmportn10 No. 211615, Mhlco, o. F., p. 102.103. 
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la tesis si81Jienle nos comera. 

"Acción penal, ejercicio de la confonne al articulo 21 de la 

COlllltitución el ejercicio de la acción penal c~e exclusivlllJIOde al 

Ministerio Público, como representlUU de la sociedad, y no a los 

particullfOs. De estos se deduce que dicha acción no está ni puede estar 

comprendida en el patrimonio de estos, ni construye un derecho privado 

de los mismos" (33). 

Ahora bien el inicio del ejercicio de la acción penal se realiza con 

la consignación ante el órgano jurisdiccional para Franco Sodi la 

consignación "pone en movimiento ... toda la actividad procesal, hace que 

se inicie el proceso, crea una situación jurídica especial para el presunto 

responsable, obliga al órgano jurisdiccional n la ejecución de 

determinados actos y obliga también al Ministerio Público, quien debe 

continuar por todas sus partes el ejercicio de su acción''{34). 

Puede suceder que el Ministerio Público no ejercite la acción 

penal, decisión que no toma libremente, pues en México no opera el 

principio de oportunidad (excepto en el fuero de guerra articulo 36 y 447 

del C.J.M.). Para el no ejercicio de la acción penal en el Distrito Federal 

que su último decreto fue el día 1 O de enero de 1994 del código de 

procedimientos penales que en su articulo 3 bis que establece "en las 

averiguaciones previas en que se denwestre plenamente que el - - - - -

(33) ou1nt1 epoc•·. T. >OOIN. P. 11 BO, z1rtt11gn1c10 o. 1aem. T. >ooOV P. 2793, comp1t111 Meuc1n1 ae 01r1nuas, s. A. 

Jdem, T.c P. 1010 :'285148 l~~m. T lJOOI, P 379, OU1~rrezAn111mo 101m, 1, en, 3¡.34145 P. He. 

(34)1r•nco Sodl Carlot, El P1oceaim11n10P1nt1 MtJJuno, T•lllrH Grane os 0111 Penttencuu11 oe1 o. f., Mhlco 1937. 

P.173. 
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inculcado actuó en circunslancias que excluyen la respollllabilidad penal, 

previo acuerdo del Procurador General de Justicia del Distrito Federal, el 

Ministerio Público lo ponctá en libertad y no ejercitará acción penal. 

También podemos consultar el articulo 3°, inciso A, fracción VI de 

la Ley Orgánica de la Procuradurla General de Justicia del Distrito 

Federal que establece: No ejercitará la acción penal; 

a) cuando los hechos de que conozca no sean constitutivos de 

delito, confonne a la descripción tlpica contenida en la ley penal; 

b) CUando se acredite plenamente que el inculpado no tuvo 

intervención en los hechos punibles y solo por el respecta a él; 

c) cuando la responsabilidad penal se hubiera extinguido 

legalmente, en los términos del código penal; 

d) Cuando de las diligencias practicas se desprenda plenamente 

que el inculpado actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad 

penal; 

e) cuando, aún pudiendo ser delictivos los hechos de que so trate, 

resulte imposible la prueba de su existencia por obstáculo material 

insuperable. 

El Ministerio Público debe apegarse estrictamente a los términos 
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de la ley en el no ejercicio de la acción penal, pues de lo contrario estarla 

invadiendo la filnción judicial, a quien corresponde exclusiwmente la 

~sición de las penas y también la función opuesta, consistente en 

absolver de ellas. Por ello el Ministerio Público debe estar guiado por el 

prúwipio in dubio pro societate, a diferencia del que nonna el 6rgano 

jurisdiccional, in dubio pre reo. 

Para el Ministerio Público en materia federal, se debe fundar en las 

causas enumeradas por el Código Federal de procedimientos penales, 

artículo 137. 

a). Cuando la conducta o los hechos de que conozca no sean 

consecutivos de delito, confonne a la descripción tipica contenido en la 

ley penal; 

b). Cuando se acredite plenamente que el inculpado no tuvo 

participación en la conducta o en los hechos punibles, y sólo por lo que 

respecta a aquel; 

c). Cuando aún pudiendo ser delictividos la conducta o los hechos 

de que se trate, resulte imposible la proeba de su existencia por obstáculo 

material insuperable; 

d). Cuando la respo11Sabilidad penal se haya extinguida legahnente, 

en los ténninos del Código Penal; y 
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e). cuando las diligencias practicadas se desprende plenamente 

que el inculpado actuó en clrcunstanciu que excluyen la responsabilidad 

penal. 

Nos proporciona una causa más el acuerdo 4/84 sobre la 

resolución de no ejercicio de la acción penal, "cuando el indiciado ya 

hubiere sido juzaado por la misma conducta o por los mismos hechos. 

3. PROCEDIMIENTO 

En el Distrito Federal la Ley Orgánica de la Procuraduria General 

dispone que corresponde al Ministerio Público delenninar los casos en 

que proceda el no ejercicio de la acción penal, porque no se satisfagan 

los requisitos del articulo 16 Constitucional y los previstos en las le:;es 

de la materia, disponiendo el archivo de la averiguación(wtlculo 3, B, 

fracción m de la Ley Orgánica de la Procuradurla General de Justicia del 

Distrito Federal). 

El Agente del Ministerio Público entes de remitir la averiguación 

previa a la Dirección ~eral de asuntos juridicos, notificará al 

denunciante o querellante el acuerdo en que emite su opinión y le 

otorgará quince dlas para que exprese por escrito lo que a su derecho 

convenga (articulo 15, fracción H. inciso A, del Reglamento Interior de la 

Procurarurla General de Justicia del Distrito Federal). A su vez la 

Dirección ~I de Asuntos Jurídicos rendirá dictamen y turnará el 

mismo al Procurador o Subprocurador, quienes deberán resolver en---
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definitiva (articulo 6, fracción m y 7 ftacción X reglamento interior de la 

Proc:uradurla General de Justicia del Distrito Federal). 

En caso de que la Dirección General de Averiguaciones Previas 

co11Bidere que es procedente el ejercicio de la acción penal y por su parte, 

el área de consignaciones, dependiente de la Dirección General de 

Control de Procesos, estime que no procede. Se deberá remitir la 

averiguación previa a la Dirección General de Asuntos Jurldicos para que 

resuelva lo conducente (articulo 15, ftacción IV, del Reglamento Interior 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal), se deberá 

remitir la averiguación previa a la Dirección General de Asuntos 

Jurídicos para que resuelva lo conducente (articulo 15, fracción IV, 

Reglamento Interior de la Procuradurla General de Justicia del Distrito 

Federal). 

En materia Federal, el Ministerio Público fonnulará un proyecto de 

acuerdo, de no ejercicio de la acción penal. Citará al denunciante u 

ofendido para notificarle el proyecto y le concederá un plazo de quince 

dlas hábiles, para que presente las observaciones procedentes "(articulo 

133 del Código Federal de Procedimientos Penales y acuerdo 4/84 sobre 

la resolución de no ejercicio de la acción penal, inciso primero, 2). 

Si el ofendido desvirtúa laa bases del proyecto se continuará con la 

integración de la averiguación previa, en caso contrario esta, laa 

observaciones del denunciante serán tunadas, por conducto de la 

Dirección de Averiguaciones Previas, a la Dirección G«leral Jurldica, -
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esta formulará el dictamen que preceda remitiéndolo al SubprocW11dor 

para que resuelva en def"mitiva el ejercicio de la acción penal (articulo 

17, fracción VI del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuradurla 

General de la República y acuerdo 4/84 inciso segundo, 4). 

Resuelto en definitiva el no ejercicio de la acción penal, se enviara 

el expediente al archivo, remitiendo copia de la resolución al 

Subprocurador, a la Dirección General Jurídica y al Agente del 

Ministerio Público Federal que consulto el no ejercicio (acuerdo 4/84 

sobre la resolución de no ejercicio de la acción penal). 

4. SOBREJMIENTO DE LA ACCION PENAL 

Una vez que el Ministerio Público ha concluido la averiguación 

previa puede tomar las siguientes decisiones: Consignar, reserva o 

archivo. 

Hablaremos de la resolución de reserva procede cuando por una 

situación de hecho o por una dificultad material no se comprueba la 

existencia del delito o la responsabilidad de un sujeto pero quedan por 

practicarse algunas diligencias. El articulo 131 del Código Federal de 

Procedimientos Penales sellala al respecto: "si las diligencias practicadas 

no resultan elementos bastantes para hacer la consignación a los 

tribunales y no aparece que se puedan practicar otras, pero con 

posterioridad pudieran allegan;e datos para perseguir la averiguación, se 

reservará el expediente hasta que aparezcan esos datos, y entre tanto se -
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ordenará a la policía que haga investigaciones tendientes a losrar el 

esclarecimiento de loe hechos". 

Ahora bien al resolverse en definitiva el no ejercioio de la acción 

penal se envla el expediente al archivo. Se denomina archivo lo que 

constituye un sobreseimiento adminietrativo. Es materia de controversia 

al efecto que produce este sobreseimiento, al tratar de detenninar si sus 

efectos son defmitivos o provisionales. 

Dentro de los autores que se apegan al carácter defilútivo de la 

resolución de archivo, tenemos a Manuel Rivera Silva que nos comenta 

"la resolución de archivo se dicta cuando se han agotado todas las 

diligencias y ... el dejar abiertas las averiguaciones en fonna indefinida, 

riíle con los principios generales del derecho que buscan siempre la 

determinación de situaciones firmes y no indecisas, debiéndose recordar 

que el Instituto de la prescripción preciswnente se alimenta en esta idea" 

(35). 

Sergio García Ramlrez también acepta la definitiva de los efectos 

de expresar, "si el archivo se funda en la carencia absoluta de elemerúos 

para consignar (falta de delito o de responsabilidad del indicado), en la 

imposibilidad material e insuperable de prueba del delito o en la extinción 

de la pretensión (por prescripción, amnistía, muerte del inculpado), no 

existe inconveniente alguno en aceptar la defmitividad de aquella 

resolución. A lo sumo, podría admitirse, como solución intermedia, la -

(3:1) Rl\leu Stl't'a M1nue1, el procea1m1ento penal, 1 • feilclOn, POrnl• ML!ldco, t979. p, 145. 
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1i111>lific1ción del clll'llo de la prescripción" (36). 

Existe oposición a la postura anterior y se pronunciwi a favor de la 

provisionalidad de los efectos, entre ellos tenemos a Guillenno Colín 

Sánchez. al afinnar que "la detenninación de archivo no significa que por 

haber resultado asl ya no es posible hacer nada, pues en cuanto 

aparezcwi nuevos elementos, el Ministerio Público queda obligado a 

continuar la averiguación, porque carece de funciones jurisdiccionales y 

sus determinaciones no causan estado" (37). 

Esta última postura nos parece más acertada, pues claramente en el 

articulo 21 Constitucional se distinguen dos funciones, la judicial y la 

persecución de los delitos, éste fue uno de los principales criterios que 

inspiraron 11 Carranz.a en la elaboración del proyecto relativo a dicha 

disposición. 

Por otra parte, en el Derecho Federal se otorga la definitividad de 

efectos a la resolución de archivo, seftala el articulo 39 del Código 

Federal de Procedimientos Penales: "Las resoluciones que se dicten ... 

producirán el efecto de impedir definitivamente el ejercicio de la acción 

penal respecto de los hechos que la motivwi". 

Siguiendo con el sobreseimiento de la acción Leonardo Prieto 

Castro define el desistimiento como "la declaración voluntaria del 

demwidante de no continuar el ejercicio de la acción en el procesos - - -

(36) Gtrtll R1mlrez S~r;10, Derecho ProceHI Pen11 ~ fitteldn, Pomla, 1977. P. 123 

Cln Co11n s•ncnez Gumttmo, oerecno .. l.ldcano ae Procea1m1entos Pen11es, Pom>a Mt!Xlco 1979. p, 280 
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pendiente, iniciado por él" (38) 

El desistimiento de la acción por parte del Ministerio Plíblico 

rompo con los principios jurídicos que rigon la ciencia del derecho, en 

este caso podemos mencionar el principio de legalidad (en virtud del 

cual el Ministerio Plíblico está obligado a ejercitar la acción penal 

cuando se han cubierto los requisitos legales), y como consecuencia do 

éste, el principio de irrevocabilidad, en virtud del cual" so impide, 

justamente, que el órgwio de acusación dispo"811 del contenido del 

proceso y excluya el conocimiento jurisdiccional, a través de un acto 

discrecional (por obra del principio nemo judex sine actore) la resolución 

judicial sobre la relación Jurldica controvertida"(39). 

Otro principio violado es el de la inmutabilidad del objeto del 

proceso, el cual consiste, ''en que constituida la relación procelas, su 

dosonvolvimiento se sustrae a la voluntad dispositiva de las partes de las 

cuales no pueden detener el proceso, no buscar su solución fuera de la 

decisiónjurisdiccional" (40). 

Hay quienes consideran que no es suficiente argumento el de la 

inmutabilidad del objeto del proceso, es decir que están a favor del 

desistimiento de la acción penal por parte del Ministerio Público, es asl 

como tenemos la opinión de José Aguir quien expresa lo siguiente: ''La 

sola posibilidad de que el Ministerio Público desisto arbitrariwnente, y 

(311) LOUhll Ranca Roberto, Renuncias protHlles. rev151a de estuoros procesatc!l, ano VI, ND. 21, sepuemDre 19', 

Ro11110 ArgenUn• P. 2'. 

(31) Garcl• R1mlre2Strg10, oeruno Procesal Penal ~EdJCIOn, PomJa, 1111f11co 1977, P. 145. 

(40) castroJwennno, Lecciones oe Garanuas y Amparo, Ed1c1on Pomla 1111e.111co 1978, P. 10 
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deje impuno un hecho delicluoso, basta para que denuncialte y abogados 

de la parte civil llJ'8Uy&n que la querella potestad es contrvia al principio 

de imwtabilidad del objeto procesal penal, que solo acknite -dicen- una 

fonna de tenninación ; la sentencia. En mi opinión, de adoptarse a la 

tesis de improcedencia del desistimiento de la acción penal • que deberla 

llevar aparejada la prohibición categórica de formular conclusiones 

lncausatorias - se troncarlan los moles que eventualmente puedan 

suscitarse ahora en forma aislada, por perjuicios generales y permanentes. 

El Ministerio Público dejarla de ser, desde luego Institución de buena fe, 

por convertirae e un mero autómata encargado de lograr, invariablemente, 

la imposición de una pena" (41), concluye dicho autor señalado que el 

desistimiento simplemente es una garantla del procesado. 

No estamos de acuerdo con Ju anterior postura, que el hecho de 

privar al Ministerio Público de la Facultad para desistirae de la acción 

penal no lo convierte en "autómata" simplemente se evita una invasión de 

funciones dejando a quien corufüucionalmente está facultado para 

absolver: Ja autoridad jurisdiccional comenta al respecto Teótilo Olea y 

Leyva en relación al desistimiento que "en la historia hemos visto a los 

jueces suplllllt.8r al acusador Público, y en contra de ellos se irguió el 

constituyente del 17 y forjó la gorantla del articulo 21. Más ahora 

cort~lamos el espectáculo contrario de involución retrograda en el 

Ministerio Público, suplantando al Juez, desiste o abandona la acción 

penal en cualquier estado procesal, dando lugar a un espurio 

sobreseimiento que las leyes procesales del país no sólo autori2an, sino -

('1)A¡u111ry1111.,..Jo1e, Elllllster1o PObtlcoFeara en ti nuno Rl!Qlm1n,Eanor1a1 Po111, Mllllco, 1u2, P. IS:J.H. 
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que aún les reconocen el efecto de una fillsa sentencia ejecutoria'1 (42). 

Gran número de auloros repudian el desistimiClllto por parte del 

Ministerio Público, podemos citar a ''Eugenio Floiran, Lucchini, los 

cOlllltiluyentcs Macias, Machorro, Truchuelo y ColullB8. también Franco 

Sdio, Juventivo V. Castro y José AoBel Ceniceros"( 43), así como Manzini 

y González Buetamante. 

Con el Sobreseimiento se realiza una triple violación, va contra lo 

establecido por la Constitución; el órgano acusados invade lee funciones 

autónomas del Juez y afecle loe derechos patrimoniales de las victimas. 

Se viola la Constitución con el Desistimiento del Ministerio 

Público, al obligar al Juez a dictar sobreseimiento (articulo 138 y 298, 

fracción Il del Código Federal de Procedimientos Penales) pues el 

articulo 21 establece que incumbo a esle Ja persecución de los delilos, 

pero no Ja faculte a la operación opuesta y concomilanto usurpa funciones 

que corresponden al órgano jurisdiccional, pues solo este tiene la facultad 

de resolver la controversia, ya sea condenando o absolviendo. Twnbién 

se priva al ofendido de Ja posibilidad de obtener la reparación del dallo, 

puesto que el desistimiento del órgano acusador vincula al órgano 

jurisdiccional, obligándolo a poner en libertad al procesado y archivar 

definitivamente el asunto, en tal forma al momento de que el -

sobreseimiento sea ejecutoriado y tenga valor de cosa ju~da (artículo 

304 del Código Federal de Procedimientos Penales y 667 del Código--

(42) Ole• y Leyva Teon10. El an1cu10 21 consutucton11, cnm1n11f•, Re"f!sW ae c1enc11s Pena111, ano'°· t•brtto, 111145, 

N0.2P.19. 

('3J Olra ~ Te6flro_ e:1 •rll'curo 21 consllftWon•~ Cll P. 1 DO 
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Procedlmientoe Penale1 para el Distrito Federal), el ofendido por el delito 

queda en estado de indefensión, puesto que el amparo es Improcedente. 

El sobreseimiento lo promoverá el Ministerio Público Federal, a 

través de la Dirección General de Com"o 1 de Proceso y de la Dirección 

General Jurídica, con la aprobación del Subprocurador (articulo 16, 

fracción VI del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de ta República) en los siguientes casos: 

a). cuando durante el proceso aparezca que la conduzca o tos 

hechos no sean constitutivos en delitos, confonnc n la descripción Upica 

contendidos en In ley penal. 

b). cuando el inculpado no haya tenido participación en el delito 

que se persigue. 

c). Cuando la prete1111ión punitiva este legalmente extinguida. 

d) cuando exista en favor del inculpado una causa eKcluyente de 

responsabilidad (articulo 138 del Código Federal de 

Procedimientos Penales). 

Con relación a los efectos del sobreseimiento, señala el articulo 

139 del Código Federal de Procedimientos Penales que "las resoluciones 

que se dicten en loe casos a que se refieren los dos articulos anteriores, 

producirán el efecto de impedir definitivamente el ejercicio de ta acción 
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penal respecto a los hechos que los motiven". 

El articulo 298 del Código Federal de Procedimientos Penales 

establece que el sobreselmiemo procederá fracción n, cuando el 

Ministerio Ptíblico lo solicite. Lo cual, constituyo una flagrante violación 

al articulo 21 Constitucional, pues se invade la esfera de facultades 

propias del órgano jurisdiccional, puesto que la resolución del Ministerio 

Público vincula al juez, ya que "el procedimiemo cesará y el expediente 

se mandara a archivar" (articulo 299 del Código Federal de 

ProcedimietUos Penales). 

En el Distrito Federal encontraremos en el articulo 3° bis del 

Código Procedimientos Penales para el Distrito Federal, donde nos dice 

que "en las averiguaciones previas en que se demuestre plenamente que 

el inculpado actuó en circunstancias ya excluyen la responsabilidad 

penal, previo acuerdo del Procurador General de Justicia del Distrito 

Federal, el Ministerio Público lo podrá en libertad y no ejercitará la 

acción penal. Esto quiere decir que el Ministerio Público deberá 

consultarlo primero con el Procurador de Justicia para que quede en 

libertad el inculpado. 

Ahora bien, cuando el Agetúe del Ministerio Público ha dictado 

resolución de archivo por no ejercicio de la acción penal, citara al 

denunciante o querellante antes de remitir la averiguación previa a la 

Dirección General de Asuntos Jurídicos el acuerdo en que emite su 

opinión, le otorgará el termino de quince dlas naturales para que exprese 

por escrito lo que a sus derecho convenga y acordará lo procedente"- --
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(articulo 15, fracción D, inciso A), sino se recibió el escrito en el tennino 

establecido el Ministerio Público remitirá la averiguación previa a la 

Dirección General de Asuntos Jurldicos de la Inztitución. la que 

fomwlani la opinión, correspondiente para que resuelva en definitiva el 

Procurado General, o por Delegación el Subprocurador respectivo. 

Una opinión mas, respecto al desistimiento de la acción penal, el 

cual Héctor Fix-z.amudio nos comenta "el desistimiento de la acción 

penal... obliga al juez de la causa a dictar sobreseimiento, el cual 

equivale a dictar una sentencia absolutoria de carácter definitivo, con los 

mismo efectos de la cosa juzgada una vez que quede finne el auto 

respectivo: Por lo que implica la libertad absoluta del acusado, el que no 

puede ser ju~do nuevamente por los mismos hechos de acuerdo con el 

principio non gis in idem establecideo por el articulo 23 Constitucional 

(44). 

En los tribunales federales no existe un criterio preciso respecto al 

desistimiento de la acción penal, algunas resoluciones han considerado 

que la decisión del Ministerio Público no vincula al órgano jurisdiccional. 

En este sentido las siguientes tesis: 

"ACCION PENAL, ll..EGAL DEISTIMIENTO DE LA, POR EL 

MINlSTERIO PUBLICO . 

(U) flUamudo Hec1or, función Con111tuclona1 d1l Mln\1teno PUDUCO. N\Ulr10 JurfdlCO UN* Vfl 970, P. 174. 
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Si bien es cierto que el articulo 21 Constitucional encomienda al 

Ministerio Público la persecución de los delitos, y por mismo, 

encomienda esta Institución al ejercicio de la acción penal, la doctrina 

uniforme CDBeita que esa acción tiene un carácter eminentemente público, 

que se deriva su fin y de su objeto, por lo que, una vez puei!la en 

movimiento por el órgano público, encargado de su ejercicio, este órgano 

carece de facultad para desii!lir de ella, interrumpirla o suspenderla, sino 

en los casos expresamente previstos en la ley; ... ya que una vez ejercitada 

una acción penal por el Ministerio Público, sólo puede terminar por la 

certeza jurldica de una resolución judicial, motivada y fundada. la cual, 

lleva en 1111 esencia el ser impugnable y i:ecurrible, en garantía de las 

partes, así pues no constituye violación de garantías el hecho de que el 

tribunal responsable no haya accedido al pedimento el Procurador de 

Justicia para que revocara el auto de formal prisión y dictara en su lugar 

el auto de soltura. cuando por las constancias de autos, estime que 

existen elementos suficientes comprobatorios del cuerpo del delito y de la 

presunta responsabilidad del acusado, en la comisión de ese delito'1(45). 

Compartiendo la opinión anterior, Héctor Fix-Zanwdio afirma que 

~I juez de la causa no esta obligado por las actuaciones del Ministerio 

Público en virtud de que es facultad exclusiva de la autoridad judicial 

fallar de acuerdo con lu constancias procesales"(46). 

Ministerio Público, amparo contra sus actos. El agente del 

Ministerio Público y el Procurador General de Justicia seflalados como -

(4~) T. XCII. P. 22.ec, Amparo ptnal en 1rv111on !S•3~•G. H1011go SOlls san111go, 26de1un10 ae 1947, mayorf• ISe votos. 
fO) ,.., zN!ucio •1•rro11. CoNsT1Tuc10N ~1,1T1ca ,,v.,.... {(;:l') .... ,,..\aca) ,~~r 
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responsables, no obrarán como autoridades, sino como partes, al 

desistinle de la acción penal, por lo que contra tal acto que do ellos so 

reclama. es improcedente ol amparo, en tómtinos de las fulcciones XVD 

del articulo 73, en relación a la fracción 1 del articulo 1° de la ley de 

amparo, a contrario seruru, y es operante el sobreseimiento fundado en el 

articulo 74, fracción m de la propia ley. 

El Ministerio Público si tiene el carácter de autoridad, debido a 

que posee facultad de decisión y ejecución puesto que su resolución 

vincula al órgano jurisdiccional para dictar el sobreseimiento. 

En otras tesis afirma la Suprema Corte de Justicia que no "Slaria 

encomendado exclusivwnente al Ministerio Público el ejercicio de la 

acción, si otorgará el amparo, como lo expresa a continuación: 

"EL MINISTERIO PUBUCO, AMPARO CONTRA SUS ACTOS. 

La abstención en el ejercicio de la acción penal, por parte del Ministerio 

Público, al isual que el desistimiento de ella, comprende violaciones 

sociales y no de garantías individuales, y por el mismo no puede quedar 

sometida al control Constitucional del juicio de amparo ... el ejercicio de 

la acción penal y no estaría encomendado exclusivamente al Ministerio 

Público y a la Polic(a Judicial, sino que ambos lo compartirían con la 

autoridad judicial, quien tendría bajo su autoridad y mando inmediato al 

Ministerio Público y a la policía Judicial, a través del juicio de amparo y 

de las severas sanciones establecidas para la autoridad que no cumple 

debidamente las ejecutorias de la Suprema Corte, todo lo cual rctroterla 
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nuestro sistema procesal a la época anterior a la Constituoión Federal do 

1917" (47). 

Según 1U1estra opinión, no invadiría la Suprema Corte de Justicia 

las facultades del Ministerio Público, en primer lugar, porque no es 

facultad eKolusiva del mismo la persecución de los delitos, pues 

clanunente se eKpresa en la Constitución que le "incwnbe" no que sea 

exolusiva, como lo hace con la autoridad judicial, y en segundo lugar, no 

ejercitarla la acción el tribunal federal, sino únicamente le ordensría al 

Ministerio Público continuar con el procedimiento, de la misma manera 

que al otorgar el amparo contra una ley por rnconstitucional o realiza 

funciones legislativas. 
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CAPITULO IV 

ANALISIS DE LA REFO.RJ.'1A AL ARTICULO 21 DE 

LA CONSTITUC'ION FEDERAi, 



A. PRESUPUESTO ANTES DE LA REFORMA 

Dentro de la exégesis del articulo 21 Constitucional, debemos 

hacer mención de la trayectoria histórica del mismo, y decimos que pues, 

que antes de la Constitución de 1917, la persecución de los delitos no 

correspondia al Ministerio Público. El juez era el encargado de realizar 

todas las diligencias encaminadas a comprobar el delito y los 

responsables. 

Con el articulo 21 se otorga la facultad de Policía Judicial al 

Ministerio Público, pero en realidad la siguen ejercitando los jueces y 

comisarios de la Policía hasta el año de 1930, en el por acuerdo 

presidencial se suprimen los Comisarios de Policía y se crellI! los jueces 

calificadores y delegados del Ministerio Público dependientes de la 

Procuraduría. 

La intención que dio Venustiano Carranza fue quitw- la facultad 

de perseguir los delitos al órBMo jurisdiccional para tenninar con el 

sistema colonial de los promotores o procuradores fiscales, y que 

realmente funcionara la Institución del Ministerio Público, que hasta esa 

fecha lo había sido nominalmente tenninando con los abusos donde una 

sola autoridad investiga y sentencia. 

En el proyecto de Constitución, el articulo 21 se redactó de la 

siguiente mllilera "La imposición de las penas es propia y exclusiva de la 

autoridad judicial. Sólo incumbe a la autoridad administrativa - - - - -
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el castigo de las infracciones de los reglamentos de policla y la 

persecución do los delitos por medio del Ministerio Público y de la 

Policla Judicial que estará a dih'Posición de este". Fue sometido a la 

consideración del constituyente y se elaboro un dictwnen por parte de la 

Comisión de Constitución, formada por Alberto Romé.n. Feo. 1. Mújica, 

Enrique Recio, Enrique Colunga y Monzón, quedando de la siguiente 

manera, "La imposición de las penas es propia y exclusiva de la 

autoridad judicial. Sólo incumbe a la autoridad administrativa el castigo 

de las infracciones al reglamento de policla, el cual únicamente consistirá 

en multa y arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor no 

pagare la multa que se le hubiere impuesto, se permutara esta por el 

arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de quince días. 

La autoridad administrativa ejercerá las funciones de Policla Judicial que 

imponga las leyes, quedando subalternada al Ministerio Público en lo que 

se refiere exclusivamente al empeño de dichas funciones". 

Posterionnente en una sección continua se presentaron dos nuevos 

dictámenes sobre el articulo 21. El firmado de la mayoría de la Comisión 

y un voto particular del Diputado Enrique Colunga. 

El primero quedó de la siguiente manera "La imposición de las 

penas es propias y exclusiva de la autoridad judicial, incumbo a la 

autoridad administrativa ol castigo de las infracciones a los reglamentos 

de policía, el cual únicamente consistirá en multa o wnsto hasta por 

treinta y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa que se Je - - -
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lwbiere impuesto, se pennutará ésta por el amsto correspondiente que no 

excederá en ningún caso de quince dfu. También incumbe a Ja propia 

autoridad Ja persecución de los delitos por medio del Ministerio Público 

y de la Policfa Judicial, que estará a disposición de este". 

Puesto a debate este articulo fue rechazado, aceptando el voto 

particular del Diputado Colunga, con la adición del pámüo final, a 

propuesta del Diputado José Alvarcz. el artículo fue aprobado por ciento 

cincuenta y ocho, contra tres, quedando de la sig1Jiente manera: "La 

imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. 

La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la Policla 

Judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquel. 

Compete a la autoridad administrativa el castigo de las infracciones de 

los reglamentos gubernativos y de policln, el cual únicamente consistirá 

en multa o arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor no 

pagare la multa que se le hubiere impuesto se pennuturá ésta por el 

arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de quince días. 

Si el infractor fuere jornalero u obrero, no podrá ser castigado con 

multa mayor del importe de su jornal u sueldo en una semana". 

Ahora bien, en Ja actualidad el articulo 21 Constitucional versa de 

la siguiente forma; "La imposición de las penas es propia y exclusiva de 

la autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio 

Público y a la Policla Judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando -
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imnediato de aquél. Compete a la autoridad a<htinistrativa la aplicación 

de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de 

policla, las que únicamente consistirán en multa o arresto hasta por treinta 

y seis horas; pero si el infractor no pagere la multa que se le hubiere 

impuesto, se pennutará ésta por el arresto correspondiente, no excederá 

en 11ÍJ181Ín caso de treinta y seis horas. 

Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser 

sancionado con multa mayor del importe de su jornal o salario de un dla. 

Tratándose de trabajadores no asalariados, In multa no excederá 

del equivalente de un dla de su ingreso". 

La autoridad judicial tiene la facultad propia y exclusiva de 

imponer penas, lo que interpretado en fonna inversa da por resultado que 

también tiene facultad para no imponerlas o absolver de ellas. 

Realizando el mismo análisis con el Ministerio Público, le incumbe la 

persecución de los delitos, pero a contrario se11S11, no puede dejar de 

perseguirlos. Se encuentra obligado por el principio de legalidad, una vez 

que se reúnan los requisitos fijados por el articulo 16 Constitucional, 

debe actuar. Pues de lo contrario invadirla la función del juez, a quien 

exclusivamente corresponde absolver y también usurparla la función 

legislativa, que es la encargada de establecer los presupuestos de 

procedibilidad que requiere el ejercicio de la acción penal. 

El ténnino "incumbe" es ambiguo y da lugar a controversia, - - -

104 



proviene del latín incumbere que si!!llffica estar a cargo de una cosa, por 

ello SIJl'80 una cuestión. ¿Si Venustiano C&mnza y el Constituyente 

hubieran tenido la intención de que fuera facultad exclusiva del 

Ministerio Público la persecución de los delitos por que utilizaron el 

vocablo "incumbe" P 

Existen autores que consideran facultad exclusiva del Ministerio 

Público la persecución de los delitos, en este sentido se encuentran el Dr. 

José Angel Ceniceros al afannar que La Constitución Federal 

actualmente en vigor estableció un nuevo sistema en el ejercicio de la 

acción penal poniendo en manos del Ministerio Público, en forma 

exclusiva. la investigación de los delitos como órgano de control y 

vigilancia de la Policía Judicial y la persecución ante los tribunales, 

Con anterioridad hemos mencionado las facultades y obligaciones 

del Ministerio Público, en donde se destaca la trayectoria de este para la 

persecución de los delitos y a la Policla Judicial como coadyuvante, es 

por esos que existe una inconformidad en varios autores ante la inercia 

del Ministerio Público y el monopolio de la acción penal. 

La Suprema Corte de Justicia sostiene el mismo criterio, con la 

siguiente tesis: 

"Acción Penal. Corresponde su ejercicio, al Ministerio Público y 

a la Policla Judicial, que debe esta bajo la autoridad y mando de aquel. 

Una de las más trascendentales innovaciones hechas por la Constitución 
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de 1917, a la organización judicial, es la de que loa jueces de pertenecer 

a la Policla Judicial, para que no tengun el carácter de jueces y partes, 

encaq¡ados, como estaban antes de la vigencia de la Constitución, de 

decidir sobre la responsabilidad penal y allegar, de oficio, elementos para 

fundar el cargo". (48). 

Debemos destacar que el articulo 21 esta clasificado dentro del 

capitulo de las garantias individuales, que constituyen una limitación al 

poder del Estado por el reconocimiento que se hace de esos derechos, 

que al ser violados por la autoridad, tiene el quejoso para su defensa el 

juicio de amparo, cuyo objeto es restituirlo en el goce de la garantla 

violada. 

El Dr. Juventino V. Castro afirma que "el articulo 21 garantiza: a) 

Que las autoridades administrativas no podrán imponer sanciones 

penales, ni perseguir-accionar proccsalmente los delitos; b) Que el 

Ministerio Público y la Policía Judicial que le esta subordinada-, no 

decretarán sanciones penales, ni las administrativas por infracción de 

reglamentos gubernativos y de policía; c) Que las autoridades judiciales 

no acusaran procesalmente por los delitos que se ejecuten. ni impondrán 

sanciones por las infracciones administrativas" (49). 

Al citar al Dr. Juventino V. Castro reforzamos el criterio de que la 

división del articulo 21 es claro en donde nos menciona las atribuciones a 

las autoridades administrativas en donde estas no podrán imponer - - - -

(•8)Tomo 11,Hanan eau1raoyco1grn11dO&, P. 83; VillQUl!Z Juan, P 107', Tomo m, Gflmllcto euenaventura, P. 1~~0 

romo IV, •u1nn111y01 Ha ro Rami)n, P. 1 u, Leonarao LO pez P 171, 1ptnd1te 111omo XCVII, T111J1 14, p 43. 

(H) castro Juwm11no. Ltce1ones oe garinUas y amparo, Ea Porro a Mex .. o r., 1985, P. 112. 
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sencionea penales y el Ministerio Público no dcilll'etaran sanciones 

penales sino que solo lo incumbe la persecución do los delitos y a la 

autoridades judiciales no impondrán sanciones por infracciones 

administrativas. Son claras las facultades do cada servidor público, es 

por eso que se deberlan acatar las disposiciones de cada uno hacia la 

actividad que les corresponde. 

En el mismo sentido seilala Teófilo Olea y Loyva que "el articulo 

21 de la Constitución contiene una doble garantla procesal; la de que el 

juez no se convierta nunca en perseguidor de delitos; pero también que el 

Ministerio Público no pueda transformarse en juez, abandonando la 

acción penal contra los principios de legalidad ". (50). 

Cnbe mencionar que el nrticulo 21, hastn nue&tros tiempos ha sido 

un debate pennanente en tanto a sus aplicabilidad, yn que en algunas 

ocasiones se intenta interpretarlo confonne a In esencia o mejor dicho ni 

espirilll de éste, pero no obstante deberlamos apegarnos n la letra misma 

del articulo, ya que de esta fonna interpretaríamos en sentido estricto su 

contenido real. Diriamos pues que si la Suprema Corte cambiara su 

criterio respecto de su aplicabilidad interpretándolo hacia su contenid<> 

real del articulo 21 el problema estuviera resuelto. 

(!10) 01ea y L~• Te6tllo. El artltulo 21 constnut1on11, cnm1n111a, r1t111111 a1 t1enc1as p1n1119, afto X!, febrero. 1 ••~. 

NO 2,P.108. 
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B. CAUSAS DE LA REFORMA AL ARTICULO 21 DE LA 

CONSTITUCION FEDERAL. 

Durante la trayectoria del articulo 21 Constitucional se han 

analiz.ado diversos medios de control, con el fin de reformar el articulo 

mencionado. 

Estos pueden ser: El interno jerárquico. por un superior que 

revisa la decisión del agente del Ministerio Público. El externo 

jurisdiccional, dando facultad a los tribunales de analizar si la actuación 

del órgano acusador ésta apegado a las disposiciones legales que lo 

rigen, sistema que es criticado como una regresión al proceso 

inquisitorio; el sistema que es criticado como una regresión al proceso 

inquitorio: el sistema de actuación privada subsidiaria, en virtud del cual 

se faculta al particular a actuar en caso de inercia al Ministerio Público. 

Al respecto Niceto Alcalá Zamora comenta que "para frustrar semejantes 

maniobras en que se aunan encubrinúento e impunlsmo por parte del 

cuerpo que deberla ser su enemigo mortal, habrla que acabar con el 

presente monopolio acusador estatal, habrla que acabar con el presente 

monopolio acusador estatal. Esta solución permite, a su vez dos 

variantes: La acusación particular subsidiaria, que solo entrarla en juego 

cuando el Ministerio Público no dedujese la oficial, y la acusación 

particular principal, que se consentirla en cualquier caso y que disfiutarla 

de iguales derechos y oportunidades que el Ministerio Público" (51). 

(51) Alt1IA zamore Nlceto Demno Proe1111 MP1c1no. Ed. Pomla, Mex.. 1976, T. l., P. 516. 
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Y por último un sistema mixto, que ofrece mayor control de la 

legalidad en el ejercicio de la acción penal. Javier Pilla y Palacios 

propone otro medio do control, "¿ Por qué no tratar de solucionar el 

problema empleando una técnica parecida a la del amparo. No digo que 

sea la misma, pero (J'or que no utilizar la experiencia que nos ha dado 

esa l'nstitución? para con ella organizar una nueva que pennita al 

funcionanúento de la garantía social con el objeto de salvar 

definitivamente el escollo que presenta al libre desarrollo del Ministerio 

Público la actividad equivocada del mismo puede tener por origen la 

pasión, el error o la ignorancia. Si mediante una técnica parecida a la del 

amparo, erigiéndose en garantla social ese derecho, la Suprema Corte 

pudiera intervenir en el examen y decisión de si la garantfa habla sido o 

no violada por 1 abstención del Ministerio Público en el ejercicio de su 

acción penal, creo que la solución del problema se habria encontrado" 

(52). Complementa su idea Pifia y Palacios al proponer la creación de un 

capitulo en la Constitución "De los derechos de la sociedad". Otorgando 

a los miembros de la misma, la facultad de provocar la actividad de la 

Corte, como interesados en que a esa sociedad de la que forman parte se 

le repare el dailo que le ha causado el delito. 

Habría que analizar muy a fondo la propuesta por Piña y Palacios, 

puesto que de refonnar o adherir un capitulo a la Constitución se tendría 

que remover gran parte del sistema legal. es decir, se tendría que legislar 

en las leyes secundarias y esto darla paso a la inconfonnidad en la 

remoción de la legislatura. Podemos hacer cita al respecto a Ignacio ---

(:52) Pitia ypasac1osJa.ier. oerecno Procestl Mtllteno, raueru gr•ncos ae 111 pen11enc1ana ae1 o. F.Mh., 1uo. P. 94. 
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Burgoa. Para quien "el deber del jurista conaiste bajo un aspecto nmy 

relevante de su misión social, en acoplar o ajustar los conceptos 

tradicionales a las exigencias que la dinámica de la sociedad vaya 

imponiendo, sin ocurrir al comodo eKpediente de sugerir frecuentes y 

reiteradas refonnas nonnativas" (53). 

Es precisamente lo que mencionabamos unterionnente lo que se 

deberla hacer es que la Suprema Corte cambiara su criterio hacia la 

improcedencia del amparo contra el no ejercicio, ya que do darse loa 

procedencia del wnparo y dnndo una acertada interpretación al artículo 

21, tendríamos controlada ta situación. 

Por su parte, Teótilo Olea y Leyva propone "para evitar tal 

hipertrofia de ias funciones del Ministerio Público es menester de lege 

frende, crear un órgano de control externo de la Institución, que, además 

del amparo. pueda opinar y resolver libre e independientemente sobre el 

ejercicio o el abwidono de tas acciones penales, poniendo en 

colaboración a ciertas y detenninadas aut<>ridades u órganos del Estado, 

con función revisora y medios de impugnación de esos actos, cC1mo se 

práctica en otros países" (54). 

Precisamente es et medio de control por el cual los legisladores 

han debatido la reforma del articulo 21 Constitucional, ya que toda vez 

que exista un órgano d~ control externo se regularía la actividad del 

Ministerio Público, y por otro lado no seria necesario las refonnas que -

(53)Burgoa Ignacio. El M.P. en el 1u1cro oe imparo, e1roro. 1983, 'ª·época, No. •3. P. eo. 

(:54) 01e1yLeyva reon10. El an1turo 21 consbtut1ona1, cnm1n111e, Rt"l\sta ae ciencias Penales, ano'°· rebrero, tH5, 

No. 2,P, 110 
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llevan acabo, solo basta una acertada inteipretación e de ella se haga a 

través de la Suprema Corte. 

Si bien es cierto que dentro de esta situación jurid ca, o sea, la del 

artículo 21 y su control, existe un medio de inconf¡marse cuando el 

Ministerio Público no ejercita la acción penal, y este existe en el Código 

Federal de procedimientos penales y de manera m, explicita en el 

acuerdo 4/84 sobre Ja resolución de no ejercicio de la acción penal. 

1 

Expresa el llltlculo 133 del C.F.P.P. "Cuando\ en visto de la 

averiguación previo, el agente del Ministerio Públic~ o quien lo ley 

reglamentaria del articulo 102 de la Coru.1itución General\de la República 

faculte para hacerlo, detenninare que no es de ejercitan;~ la acción penal 

por los hechos que se hubieren denunciado como delitos, ~~ por los que se 

hubiere presentado querella el denunciante, el querellw1tt o el ofendido 

podrán ocurrir al Procurador de la República dentro del tétino de quince 

dlas, contados desde que se les haya hecho saber esa ,determinación, 

para que este funcionario, oyendo el parecer de sus age''r.es auxiliares 

decida en defmitiva si debe o no ejercitarse lo acción pena . Contra toda 

resolución del procurador no cabe recurso alguno, puede 1ser motivo de 
1 

responsabilidad". \ 

1 

El control jerárquico se realiza en la propia Institució en el cual el 

Procurador o Subprocurador autoriza los actos de ·us agentes, 

verificando que éstos sean conforme a derecho. 
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Muchas criticas mercen la existencia del control interno, partiendo 

del supuesto de que todo medio de control implica el conocimiento de 

una autoridad diferente, que tenga cierta independencia del sujeto a quien 

se van a revisar sus actos. Se pierde la fuerza de dicha revisión en el 

momento que es el propio Procurador quien autoriza el no ejercicio y a su 

vez quien va a revisar del mismo acto, convirtiéndose en juez y parte de 

una situación jurídica controvertida. Con relación a ello Rafael Matos 

Escobedo expresa "no se le ve la utilidad de tocar las diversas piezas de 

un teclado que han de dar una sola nota. La misma autoridad, cuyos 

representantes están vinculados por una unidad de criterios y acción ... 

ejecuta el acto impugnado de ilegalidad y lo revisa soberanamente, sin 

permitir la ingerenica de ningún otro órgano imparcial" (55). 

En reiteradas ocasiones se hwi planteado medios para lograr el 

control del no ejercicio de la acción penal, pero esto queda solo en los 

textos y en las tesis. Dir[amos pues, que la ineficacia del control interno 

o jerarquico, surge la necesidad de otro medio de control que permita 

cuestionar y obligar al Ministerio Público para que actúe dentro de un 

marco de legalidad. 

C. APUCACIION DEL ARTICULO 21 DE LA CONSTITUCION 

FEDERAL AL CASO CONCRETO Y SUS EFECTOS. 

Como es ya de saberse, el art[culo 21 concurre aún añejo debate 

constitucional, causa por la cual, en el debate de la Cámara de Diputados 

(55) Ma101 E'cotiedo Ralaet, El Juicio oe emparo con1111a lndebldil mercl.l ae1 M.P. Rl!Y1sla verauuzana, Tomo v, No. 

319C6, p. ?30 
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del dla 21 diciembre de 1994, se 11;,vo a discusión y a su vez a la 

aprobación por mayorla de votos de la refonna del artículo 21 

CollBtitucional. En donde se adicionan tres párrafos al articulo, los 

cuales versan de la siguiente manera" ... las resoluciones del Ministerio 

Público sobre el no ejercicio de la acción penal, podrán ser impugnadas 

por vlajurisdiccional en los témúnos que establesca la ley. La seguridad 

pública es una función a cargo de la Federación , el Distrito Federal, los 

Estados y los Municipios se coordinaran, en los términos que In ley 

señala, para establecer un sistema Nacional de seguridad pública". 

El Ministerio Público tiene la facultad de perseguir los delitos, 

"incumbe", según el articulo 21 Constitucional, rige en México el 

principio de legalidad, por ello el ejercicio de la acción penal es una 

obligación del Ministerio Público, pues no queda a su arbitrio el decirlos, 

ya que no es facultad patrimonial de este. De ello surgen varias 

cuestiones, ¿Qué sucede en el caso que no ejercita la acción penal 

cuando se han reunido los prnsupuestos legales necesarios para ellos?, 

¿De qué manera influye o perjudica al ofendido, In inercia del Ministerio 

Público?, y finalmente, ¿En qué fom1a se puede controlar In actuación 

del representante social, para evitar la Wlllrqula?. 

Es nonnal que existan estas o mas interrogantes respecto del 

representante social, ya que las actuaciones del Ministerio Público. a 

través del tiempo no han sido acordes al principio de legalidad. 

Para evitar el incremento en el indice delictivo, hoy la sociedad -
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mexicana, reclwna que el representante social de buena fe, cumpla 

integnuncnte con cus funciones, fundamentalmente, en la pronta 

inte81'3ción de la averiguación previa, con respecto a la garantlas 

individuales y sustentada en las diligencias legalmente necesarias para 

comprobar los elementos del tipo y la probable responsabilidad. 

Concluida esta etapa de la indagatoria, el Agente del Ministerio Público 

en la irnnediatez, deberá ejercitar la acción penal. 

La iniciativa del Presidente de la República, contiene reformas 

jurídicas de la mayor importancia para garantizar que todo querellante o 

denunciante cuente por disposición Constitucional con un instrumento 

jurldico que le permita los acuerdos de esa autoridad, cuando considere 

que el no ejercicio de la acción o el desi&1imiento le causen agravio. 

Esta reforma prevé que las resoluciones del Ministerio Público 

Federal sobre el no ejercicio de la acción penal podian ser impugnadas, 

según lo determinara la ley. Se respondía así a un cuestionamiento 

general que si bien reconocía que el denunciante, querellante u ofendido 

podian ocurrir al Procurador General de la República cuando en vista de 

la averiguación previa, el Agente del Ministerio Público facultado para 

hacer, determinará que no era de ejercitarse la acción penal por el hecho 

que se hubiesen denunciado como delitos o por los que hubiesen 

presentado querella, a efecto de que fuera el Procurador quien en 

términos del articulo 133 del Código Federal Procedimientos Penales, 

decidiera en definitiva, si debla o no ejercitar la acción penal, no 

procediendo recurso alguno contra su resolución, no dejaba de considerar 
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ese cucstionamiento que la naturaleza y alcances mismo de la materia 

penal haoía conveniente y justo que existiera un derecho de i~ugnación 

ante autoridad distinta para dar las garantlas fonnales y sustantivas de 

imparcialidad. 

La propuesta que estiman estas fonnas logrará la paulatina 

confianza de la ciudadanía en las Instituciones de Procuración de Justicia, 

al sllber que sus indagatorias no serán archivadas o enviado a reserva por 

un si~le acuerdo unilateral de autoridad, como ocurre hasta hora; la 

victima del delito o los ofendidos y los interesados de conformidad con 

los términos que .istnblece In ley, podrían impugnar los acuerdos del 

Minibierio Público en lo referente al no ejercicio o al desistimiento. 

Se propone sujetar el control de legalidad las resoluciones del no 

ejercicio de la acción penol del Ministerio Público, dejando al l.igislador 

ordinario el definir la via y la autoridad competente para resolver estas 

cuestiones. Nuestra Constitución encomienda la persecución de los 

delitos ni Ministerio Público y Je confiere la facultad de ejercitar la 

acción penal siempre que existan elementos suficientes para confirmar la 

presunta resp<lnsabilidad d.i una persona y la existencia del delito. 

Cuando no lo hace, aun existiendo estos elementos. se propicia la 

impunidad y, con ello, se agravia todavía más a las víctimas o a sus 

familiares. No debe tolerarse que por el comportamiento negligente y 

menos aún por actos de corrupción, queden ningún delito sin ser 

perseguido. 

115 



De esta manera, la propuesta plantea que el Conweso de la Unión 

o, en su caso, las legislaturas locales wialicen quienes habrán de ser los 

sujetos legitimados, los ténninos y condiciones que habrán de regir al 

procedimiento y la autoridad competente que presente la cuestión para 

su resolución, que podrá ser jurisdiccional o administrativa, según lo 

estime conveniente. Con lo witerior se pretende zanjar el añejo debate 

Constitucional, que en los hechos impidió que las omisiones del 

Ministerio Público füeran sujetas a un control de legalidad por ór8Wlo 

distinto. 

Analizando la refonna y equiparándola con el derecho Frwicés, 

estaríamos adoptando su sistema en materia penal, toda vez que el 

Ministerio Público FrW1cés al momento de no ejercitar la acción penal, la 

legislación menciona In intervención al tribunal de apelación supliendo ni 

Ministerio Público cuwido esta manifiesta inactividad o falla de interés, 

además contempla In posibilidad de acudir ni juicio de amparo, puesto 

que es una Institución creada para mantener el imperio del orden jurídico 

frente a todo acto arbitrario de quien detenta el poder. 

Lu refonna del artículo 21 de la Constitución Federal menciona. 

La resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y el 

desistimiento de la acción penal, podrán ser impagadas por vía 

jurisdiccional en los términos que establezca la ley. 

Para empezar diríamos que en la refonnas a la legislación 

secundaria, al Código de Procedimientos Penales, serán las que - - - - _ 

116 



establezcan la fonna y ténninos en que habrá de sustanciarse este medio 

de impugnación. Por medio del cual se adoptarla un sistema de revisión, 

consistente en que cuando el ofendido por el delito no ha logrado que el 

órgano de acusación ejercite la acción penal y ordena el archivo de las 

diligencias, de tal manera que su resolución sea lesiva para los intereses 

del quejoso por estimarse que no se encuentra ajustada a las 

disposiciones le!!ales, podrá demandarse la intervención de alguno de los 

tribunales del Estado para que exwnine las diligencias practicadas en el 

periodo pre-procesal o de investigación y determine si están satisfechos 

lo requisitos legales para que la acción se ejercite. 

De esta forma se facultarla a alguno de los tribunales ajustándose 

estrictamente a las disposiciones legales, para resolver si es o no 

procedente el ejercicio de la acción penal, y devolver las diligencias 

practicadas al titular de la acción para que la promueva. 

Hacemos cita a Sergio Gnrc(a Rnmlrez, en donde de manera 

simultánea comenta Ja actividad del Ministerio Público Frwicés y el 

Ministerio Público Alemán y comenta "en los términos del régimen 

Francés, si el M. P. no actúa, el tribunal de apelación puede de oficio 

intervenir y ordenar a aquel que ejercite la acción penal. Este sistema de 

cllrtÍcter jurisdiccional remite a la vieja máxima tout juge est procureur 

general. En cuanto al sistema Alemán, quien se cree lesionado por la 

inactividad del Ministerio Público posee un doble recurso, a saber: 

Jerárquico en primero Jugar ante el superior del funcionario inerte y 

jurisdiccional, en segundo lugar, dada la inercia de toda la Institución" -
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(56). Si notamos se encuentra una similar actuación en cuanto al control 

de las actuaciones del Ministerio Público toda vez que en Francia al no 

actuar el M.P. inmediatamente interviene el tribunal de apelación, al igual 

que en Alemania al no iniciarse la actividad del M. P. el lesionado tiene 

lo recursos que denominan jerárquico y jurisdiccional. 

La legislación secundaria, al Código de Procedimientos Penales 

deberá adoptar las medidas necesarias para que este recurso sea ágil y 

sencillo, y de esta manera no retrase el curso de la averiguación y el 

presunto responsable no tenga demasiado tiempo para instaurar a su favor 

una defensa que perjudique al ofendido. así como también no se haga más 

profundo el problema del "rezago" en la impartición de justicia. 

D. PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA EL NO 

EJERCICIO DE LA ACCION PENAL. 

El articulo 21 Constitucional no seííala la imposibilidad de que, 

cuando no se justifica el no ejercicio de la acción penal. dicha decisión 

sea impusnable. En este sentido Ignacio Burgoa expresa " la 

improcedencia de Constitución de la acción de nmparto distinta de su 

improcedencia legal, sohunente puede ebtablecerla la ConLtitución; en 

otras palabras es únicamente la Ley Supremas la que puede consisnar las 

hipótesis en que no sea factible la procedencia del juicio de amparo por 

modo absoluto, esto es, sin que esta dependa de factores contingentes 

que, en cada caso concreto puedan vedar el ejercicio válido de la acción 

(56) Gartla Ramlrez serglO, De re en o Procesal Pen11, 111ex., Ea. Porrua, 1977, P. 176. 

118 



Constitucional .. (57). 

Toda vez que el Ministerio Público se niega a cj1mlitar la acción 

penal, esta violando una garantla de las que se consideran gara¡Xias 

individuales, ya que el articulo 21 no mencionaba que la abstención de 

ejercitar la acción penal por parte del , .. podía ser impupda, si bien es 

cierto que la refonna salió n luz por que se necesitaba un medio de 

control y se dio, no seria de pensar que interpretando adecuadamente el 

articulo 21, llegariamos a In conclusión de que el juicio de amparo seria 

otro medio de controlar la abstinencia del M. P., en donde no se provocwi 

factores que desvíen o desbirtúen la acción Constitucional. 

El articulo primero de fa ley de wnparo menciona que el juicio de 

ampW"o tiene por objeto resolver las controversias que se susciten por 

actos de autoridad que violen fas garantías individuales. Por ello, es 

necesario cuestionarno9s si la negativa del Ministerio Público para el 

ejercicio de In acción penal, constituye un acto de autoridad. Para Jorge 

Garcla Rojas "el agente del Ministerio Público en representación del 

Estado actúa en el ejercicio de una atribución pública cuyo imperio es 

indudable: El ejercicio de In acción penal" (58). En la misma posición 

Octavio Medellln Ostos escribe "Las actividades del Ministerio Público 

tiene dos aspectos, actos que por si no son definitivos para crear o 

decidir una situación de derecho y aquí se acerca a la actividad del 

particular y que necesitan la decisión del juez para que fa situación de 

derecho se cree; y 

(57)Burgo11;n1c10 EIJultlodl! amparo ect PornJ1 wex.,1903,P.481! 

(OS) G1rtl1 Rojas Jorge. El WP. y11 ¡u1c10 de 1mparo. e1 roro, org. ae 11 ea11a me.icana No 43, cu1r1a ipoc1 Wh. 

1963 p 84. 
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actos que por si solos crean una situación jurídica" (59). 

Basándonos anteriores argumentos, podemos afinnar que el 

Ministerio Público actúa como autoridad en la cuestión debatida, pues 

tiene facultad de decisión y ejecución, de acuerdo al artículo JI de la Ley 

de Amparo, que afinna: "Es autoridad responsable la que dicta u 

ordena, ejecuta o trota de ejecutar el acto reclamado". 

Una vez establecido el carácter de autoridad que tiene el 

Ministerio Público, la sigue cuestión estriba en determinar las garantías 

violadas por éste, para que pueda proceder el juicio de ampuro. El 

ofendido puede invocar el articulo 14 Constitucional párrafo segundo, 

que dispone: "Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 

los tribunales previamente e•tablecidos, en el que se cumplan las 

fonnalidades esenciales del procedimiento y confo rme a las leyes 

expedidas con anterioridad al hecho". Con relación a este artículo 

menciona Juventino V. Castro (60) que "El acto de privación de derechos 

que lleva a cabo un autoridad, se traduce o puede consistir en una 

diminución menoscabo o menna de 111 esfera jurídica del gobernado". 

Tal perjuicio se ocasiona al ofendido, por parte del Ministerio Público, 

puesto que le priva de un derecho patrimonial, consistente en la 

reparación del daño causado por el delito, consistente en la reparación 

de dallo causado por el delito, sin durle la oportunidad de que se a en 

juicio, en donde el órgano causado por el delito si no se ha dictado la - -

('9J Mltol Eecooeao R1r111. El ¡u1c10 Clt 1mparo eontrs 1a 1noet11C1a merci1 Oel M P. Re't1sta Jur101ca vemruzana, T. 

Y,•3, H"6P 22. 

(60) cano Juvent1no. Leceiones ot oarant119 y amparo ea. Pornla, wex., 19B5. P. 219. 
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smtencia respectiva sellalando que tal acto constituye un hecho 

delictivo?. 

Siguiendo el pensamiento de Rafael z.aburán Capmany, podemos 

atinnar que eKiste una violación al articulo 17 Constitucional, que*el 

Estado a través de los tribunales administrará justicia, la cual deberá 

solicitar el ofendido por medio del Ministerio Público. En esta fom1a 

como el órgano acusador viola la garantfa de la expedita administración 

de fa justicia" (61). 

Twnbién se puede argumentar por parte del ofendido, el articulo 

16 Constitucional, pues el Ministerio Público debe fundar y motivar la 

resolución en la cual expresa el no ejercicio de la acción penal, lo cual es 

susceptible de cuestionarse en el juicio de wnparo, debido a que los 

actos del Ministerio Público no son soberanos y por ello susceptible de 

impugnarse por medio del amparo. 

Otro articulo violado es el wtfculo 21 Constitucional, por que de 

el se desprenden que el Ministerio Público no está facultado para 

absolver de los delitos sino que exclusivamente es la autoridad judicial 

quien puede imponer penas y a contrario sensu, absolver de ellas; y con 

la negativa de ejercitar la acción penal, el Ministerio Público está 

realizando un falsa•sentencia absolutoria, que priva el ofendido de su 

derecho a la reparación del dailo. 

(61)LUD1ttn c1pm1nyRaree1 El MJntsteno PU011co •nle 111ey cnmmaua revrs1a 11nre ae derecno No. 2, Mex, 1962. 

P.210. 
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No es nuevo el concepto de la procedencia del amparo en el tema 

en cuestión, ya lo contemplaba la Ley Orgánica del Ministerio Público 

del D. F., de 1919, que "Administra el recurso eldraordinario de amparo". 

en 811 articulo 26. Ha habido algunas tesis de la Corte que están a favor 

del amparo, entre ellas podemos citar las siguientes: 

"Ministerio Público, procedencia! del amparo contra el, por no 

intentar la acción penal. Si el articulo 21 Constitucional establece que la 

imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial, y 

que la persecución de los delitos le incumbe al Ministerio Público y a la 

Policla Judicial. éste bajo la autoridad de aquél, y si el Ministerio 

Público por imperativo legal tiene una doble función al intervenir en la 

persecución de los delitos, ya como autoridad, al practicar diligencias 

previas y dentro de estas comprobar el cuerpo del delito y asegurar al 

delincuente, o al abstenerse a ejercitar tales actos; o ya como porte 

pública, cuando ejercita la acción penal ante los tribunales de justicia 

para el castigo del culpable y In civil en representación de la victima del 

delito y del mismo E~1ado, el amparo, el primero caso, es procedente, 

supuesto que en el ejerce el Ministerio Público funciones con imperio y 

decisión. y no lo es en el segundo, porque las funciones que ejercita 

están sujetas a la estimación de la autoridad judicial. La justificación de 

ésta interpretación de las funciones de Ministerio Público no puede ser 

más atinada, pues se advierte que aún el articulo Constitucional 

comentado divide en fonna categórica las actividades de imperio de la 

actividad judicial y del Ministerio Público; las de aquella como 

exclusivas para la imposición de las penas, y las de éste como a quien -
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incumbe la persecución de los delitos. 

El empleo de transibtivo "Persecución" y del tiempo vernal neutro 

"úicumbe", uno y otro empicados en la redacción del articulo citado 

denotan que la acción del Ministerio Público es ya de por si, imperativa, 

supuesto que esté a cargo de él, o en su obligación de ejercerla, esa 

persecución, pero si esta acción es función de imperio, al igual a la luz el 

juez en cuanto ejerce la de imponer penas, y la de este último esta sujeta 

al control, en f'mal ténnino y por provenir de autoridad del juicio de 

garantlas, no obstante su exclusividad, con cuanta mayor razón debe 

estarlo aquella; que no siendo exclusiva sino solo de su incumbencia, es 

proveniente también de autoridad. De aqul que proceda concluir que si 

el Ministerio Público no intenta la acción penal porque su voluntad de 

ejercer la función persecutoria no se inclula a ello; b'll acto decisivo, aún 

de calidad negativa debe estar sujeto por los efectos positivos que 

entraña a una revisión, o un control Constitucional que pennita apreciar si 

aquel se estructuró o no con apego a los presupuestos de legalidad. 

Lo contrario equivaldrla a ampliar las facultades del Ministerio 

Público a órl>itas que el Artlcuk' 21 Cllnstitucional no concentra en el y a 

darle una primacía de imperio y de acción decisoria superiores a las que 

el texto aludido confiere a la autoridad judicial, supervisada por el juicio 

Constitucional, no ob&1ante que su facultad la que el articulo le otorga le 

es propia y exclusiva". 

T. LXXXVIII, P. 2118, Amparo Penal 5224/45, Olivera Moreno Jesús, 7 
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de junio de 1946, mayori11 de tres votos. 

''Ministerio Público 11111paro contra sus actos. Ante el imperativo 

del artículo 19 Constitucional, fácil es concluir que el periodo de la 

averiguación previa se impone un deber al Ministerio Público que no es 

otro que <'btener los datos que deberán ser bastantes para comprobar el 

cuerpo del delito, requisito que mientrns no se cumpla, sea porque el 

Ministerio se niegue a obtener los datos, ó porque por su propia 

detenninación no obtengan los que sean bastw1tes para la comprobación 

del cuerpo de delito, entonces se opera 111 infracción del articulo 19 

Constitucional, y en estas condiciones, procede el juicio de garantlas, 

para los efectos de que se cumplen los requisitos de esta disposición. Es 

innegable que el Ministerio Público al averiguar los delitos, para los 

efectos de ejercitar posteriom1ente In acción penal, obra como nutoridnd. 

En tales condiciones, y dado el régimen de derecho organizado por 

nuestra Constitución Política, lu actuación del Ministerio Público es 

susceptible del control Constitucional, como pues, no existe neto del 

funcionario alguno que virtualmente puede evitar el twnis de In 

Constitucionalidad o Jnconstitucionalidad. Por eso, cualquier argumento 

en contrario, tiene el efecto de desnaturalizar el juicio de garantías. Si 

bien es cierto que la persecución de los delitos incumbe al Ministerio 

Público por disposición Constitucional, twnbién lo es que la dinámica de 

esa persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público por 

disposición Constitucional. también lo es que en la dinámica de esa 

peraecución, tiene dos características: una la de autoridad la que antes 

alude y que se extiende a través de la etapa del proceso: y otra, la de - -
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parte, que corresponde al proceso, y aún, a veces es susceptible de 

actividad durante el procesos, puede seguir la actividad de autoridad que 

es inherente al Ministerio Público, tal sucede por ejemplo, cuando se 

desiste el ejercicio de la acción penal. De ahí que todas las situaciones 

anteriores hagan compleja la actividad del organismo de que se trata. Por 

lo demás el ejercicio de la acción penal corresponde al Ministerio 

Público; más cuando ejercita tal acción, deja de ser autoridad para 

convertirse en parte. o lo que es lo mismo, es el limite claro de las 

clll'llcleristicas a que nos hemos referido. Tal es entonces, la razón para 

calificar con distinto criterio la actividad del Ministerio Público, y si 

durante la averiguación previa, no obstante que los interesados solicitaron 

la práctica de ciertas diligencias y a pesar de que el Procurador de 

Justicia s.:ñalado como autoridad responsable las decretó en sentido de la 

petición no fueron desahogadas las diligencias en cuestión por decisión 

posterior del mismo Procurador, se dio con ello lugar al a infracción del 

articulo 19 de la Carta Política de ahi que la calidad de autoridad del 

Ministerio Público, en la etapa d.:I proceso en que se dejó a la 

investigación y las violaciones al artículo 19 Constitucional hagan que 

proceda la admisión de la demanda de amparo, para el efecto de que, con 

vista de los infom1es y pruebas que sobre el particular se rindan. se 

resuelva a cerca de Ja Constitucionalidad o la Inconstitucionalidad de los 

actos del Procurador. en relación de las pruebas por desahogarse, en la 

investigación del delito denunciado por los quejosos. 

Semanario Judicial de la Federación, Quinta época, T. c. P. 540-

541. 
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''Ministerio Público, amparo contra sus actos, cuando se absti.me 

de ejercitar la acción penal. Debe declararse procedente el juicio de 

garantlas oontra los ac:tos del Ministerio Público al negarse a ejercitar la 

acción pena. En efecto, el articulo 14 Constitucional dispone que nadie 

podrá ser privado de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 

mediante juicio seguido ante los tribunales esenciales del procedimiento y 

confonne a las leyes expedidas con anterioridad ol hecho: y es cloro que 

la obligación de reparar el dailo, por el autor de un hecho delictuoso 

constituye un derecho en favor del ofendido por lll delito, pues, es el 

propio derecho delictuoso le causa daí1o potrimoniol o no patrimonial, 

que es la consecuencia de la actuación itlcita, de manera que para 

privarsele de su derecho a la reparación del dafto, de confonnidad con la 

disposición Constitucional precitada, debe serlo ante los tribunales 

previamente establecidos. Ahora bien, si el tribunal competente para 

hacer una declaratoria de tal naturaleza es el penal, desde el momento en 

que Jos hechos denunciados por el ofendido los considera con el carácter 

de delictuosos, el requisito indispensable para que el tribunal decida es 

precisamente que el Ministerio Público ejercite In acción penal, puesto 

que si de un hecho delictuos('I surge el derecho del Estado para ejercitar 

la acción penal, quien lo encomienda como función obligatoria al 

Ministerio Público, igualmente la acción vivil reparadora: cuando el daño 

privado haya en realidad surgido. la acción privada se encuentra sujeta al 

ejercicio de la acción pública. Es verdad que el dañado por los hechos 

denunciados pueda apreciar incorrectamente que tales hechos son de 

carácter penal, cuando en realidad puede serlo de carácter civil, y que al 

considerarlo así el Ministerio Público, lógicamente se abstenga de - - --
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consignar al tribunal competente los hechos denunciados; pero resulta 

absurdo que, si toda autoridad esta sujeta a un control Constitucional en 

virtud del cual existe la posibilidad de que se reparen sus errores que 

violen garantias Constitucionales, en perjuicio del afectado por el error de 

una autoridad, al Ministerio Público, que es igualmente autoridad. se le 

considera un funcionario onuúpotente, cuyos errores deban considerarse 

legalmente irreparables. No resulta congruente el razonamiento de que el 

ofendido de un hecho delictuoso no es desposeido de sus propiedades, 

posesiones o derechos por In inactividad del Ministerio Público, en el 

ejercicio de la acción penal, tomando en cuenta que le queda ni ofendido 

libre la via civil, µara hacer respetar sus derechos, pues tal eventualidad 

no podrá convertirse en realidad, sino tan solo en el caso de que los 

hechos denunciados se revistan el carácter de civiles, pues en el caso 

que la obligación de reparar el daño, se In resultante de la comisión de un 

hecho delictuoso, el juez civil no podria exan1inar los hechos sin hacer 

declaraciones en relación con el cueipo del delito y la responsabilidad 

penal del autor de los actos ilicito penales, con el exclusivo fin de 

declarar la obligación de reparar, para lo cual su competencia no lo 

autoriza, resulta igualmente inoperante alegar que el articulo 21 autoriza 

la inactividad del Ministerio Público en los casos en que realmente 

exista la comisión de un delito, pues el hecho de que le incumba al 

Ministerio Público la persecución de los delitos no puede deducirse 

lógica. juridica ni constitucionalmente, que le incumba la no persecución, 

como si se tratara la acción persecutoria de un derecho su~1antivo, que 

ingresa el patrimorúo personal de la Institución del Ministerio Público; y 

con apoyo en dichas consideraciones las funciones de la autoridad, que -
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se están examinando, están sujetas al control del pafs, para examinar si en 

realidad existió una violación de garantfas constitucionales". 

T. CI. P. 789, amparo penal en revisión 8488/48, Conchaleucona 

Alfonso de la la. 25 de julio de 1949, mayoría de tres votos. 

Predomina el escrito que niega la procedencia del amparo BIÚe la 

inercia del Ministerio Público. Básicamente son cuatro los argumentos 

que esgrime la Suprema Corte para oponerse: 

a).· El que considera al Ministerio Público como parte y no como 

autoridad, al negarse a actuar. 

"Ministerio Público, amparo improcedente contra actos de el. 

cuando obra como parte. negándose a ejercitar la acción penal. Cuando 

el Ministerio Público ejercita la acción penal o detennina no ejercitarla 

por no reunirse en averiguación elementos para ello, actúa como parte y 

no como autoridad de tal suerte que si el amparo se promueve contra la 

confinnación por el Procurador General de Justicia a la detenninación 

del Agente del Ministerio Público, en que se negó a ejercitar la accié.n 

penal por que no se reunieron elementos suficientes para ello en la 

averiguación, el wnparo debe de sobreseerese por improcedente. dado 

que en la face de la actuaión del MinisterioPúblico en que nacio en acto 

reclamado por el quejoso, aquel no tenla el carácter de autoridad sino de 

parte''. 
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Tribunal Colllgiado dlll Décimo Circuito. Amparo en revisión 

476-74 Miguel Bolaños Gordillo. 30 de junio de 1975, ponente: Rafael 

B&ITlldo Percira, secretario: Héctor Rulz Elvira, bolelin año ll, junio, 

1975, NO. 18 Tribunales Colegiados de Circuito P. 88. 

Anlerionnente ya comentamos este punto al señalar que si actúa 

como autoridad el Ministerio Público, ¿por qué al momento de tomar el 

carácter de parte y al decidir que no ejercita la acción penal no 

estaríamos hablando de que sea decisión es un acto de autoridad, y que 

por lo tanto diríamos que el Ministerio Público sigue actuando como 

autoridad?. En el mismo sentido se encuentra Juventino V. Castro, 

Rafael Matos Escobedo y aún Sergio García Ramlrez, que se oponen a la 

anterior tesis, donde menciona "tis claro que la no consignación involucra 

un acto de autoridad y una decisión de quien todavia no es parte en el 

proceso" (62). 

El Ministerio Público esta dotado de autoridad, en donde pues, de 

llevar acabo las diligencias de la investigación, actúa como parte; caso 

que no se concibe que al momento de la no consignación esta dicland('I 

sentencia ejecutoriada y aún si fuera el caso de que una vez integrada la 

averiguación, co1111ignara y dentro del proceso, fungiendo ya como parte y 

desistirse de ejercitar la acción penal esta actuando con autoridad. y por 

lo tanto no deja de ser una autoridad susceptible de control. 

b) Cuando estima la Suprema Corte que conceder el amparo 

(62) Oartla Rarnlrez Sergio; El Mlni\leno PODllto y el 1u1c10 Ch! amp110 El Foro. org Cle 11 Dana Mexic1na, No. 43, 

CUlrtlfpoci1,M1éJr., 1963P.130. 

129 



usuparia funciones que le corresponden al Ministerio Público cayendo en 

ol sistema inquisitivo: 

"Ministerio público, amparo contra sus actos. Si no so alega 

como concepto de violación que el Ministerio Público haya dejado de 

practicar diligencias sustanciales para el esclarecimiento de los hechos,, 

antes por el contrario, se dice que la averiguación previa fue agotada, 

sino que el juicio de Ministerio Público no hay acción penal que ejercitar, 

entonces es correcta la resolución que desechó la' demanda de amparo, 

pues opinar en contrario serla vulnerar el artículo 21 Constitucional, que 

deja a la incumbencia del Ministerio Público la persecución de los 

delitos, en tanto que la imposición de las penas la prescribe propia y 

exclusiva de la autoridadjudicial. Ahora bien, si el ejercicio de la acción 

persecutoria es facultad del Ministerio Público. y por k> tanto, no formw1 

parte del patrimonio privado: y si el quejoso no reclama la práctica de 

diligencias pendientes, entonces de conceder el wnparo, tendría los 

efectos de obligar al Ministerio Público a quien a encargado la 

Constitución de ejercitar la acción penal, y su obligación de&plazaria a 

éste funcionario de su ejercicio persecutorio, para entregarlo a la 

autoridad judicial cosa que. a la luz del articulo 21 de la Carta Política, 

es inadmisible, ya que, se repite la autoridad judicial, sólo tiene una 

función ju2'88dora ". 

Amparo en revisión 3934/1946. Vizcaíno Gilberto E. octubre 28 

de 1949. Mayoría de tres votos, primera sala; quinta época, T. en. P. 

898. 
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En una fonna similar a la tesis anterior Maya opina que "la 

libertad de apreciación por el Ministerio Público de los hechos materia de 

una averiguación o proceso penal, es Ull Corolerio del sistema acusatorio, 

que veda toda ingerimcia y a los ofendidos en el ejercicio de la acción 

pcrsecutoria".(6)). 

La resolución de la Suprema Corte de Justicia que otorgue el 

amparo, de ninguna manera implica que ella misma este ejercitando la 

acción penal, sino que es un reconocimiento a la autoridad respectiva de 

que es ella quien esta facultada pera realizar dicha función, con el amparo 

únicamente se le ordena que apegue sus actos as la::; disposiciones 

coru;titucionallls violadas. ya que, que seguir la tesis citada invadiria la 

Suprema Corte al poder legislativo o ejecutivo. cuando revisara la 

constitucionalidad de sus actos. Por ello menciona Ignacio Burgoa, 

"Llegaríamos u la conclusión de que en todo caso de concesión dll un 

amparo, ~I poder judicial invadiria la esfera de competencia de la 

autoridad responsable, al obligar a esta a realizar el acto omitido 

reclamado". (64). 

A su vez. sa puede caer en el sistema inquisitivo, pues el tribunal 

de nmpero lo conocerá el proceso penal correspondiente. 

c) Considera la Corte que no se afectan intereses privados sino que 

eKclusivamentc el derecho social de perseguir el delito: 

(S3'J~gu11aryM~Jo!it, 01gn1a1oy functonn Gtlliil. P. Rev111a d11 oemno Penal. U.A. oe SLP, T. 11, No. 1 atirll· 

ue•1euroott111nac10. e11uic10 o~ ampaco, Ed. PorrOa w~ic. 1983. P. •ee 
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"Ministerio Público, amparo contra sus actos. Si se desprende de 

las constaricias originales de la averiguación practicada por el Ministerio 

Público, en ocasión de la denuncia hecha por la quejosa, que todas 

aquellas diligenciu que solicito la interesada y las que fueron necesarias. 

so pracli<:aron sin quedar pendientes ninguna y, por último, que una vez 

que se agotó la averiguación, el agente del Ministerio Público resolvió 

abstenerse de ejercitar la acción penal, acuerdo que fue confirmado por 

el Procurador de Justicia, enton.:es debe decirse que si bien es verdad 

que el ejercicio de la acción penal compele exclusivamente al Ministerio 

Público, confonnc a los 1ém1inos del artfculo 21 de la Constitución 

General de la República, también es que resulta la improcedencia de ese 

ejercicio. por parte del Ministerio Público cuando los datos que arroja la 

averiguación son insuficientes para darle vivencia, debiendo advertirse 

que aún en el supuesto de que fuera L'Usceptible de juzgarse indebida. 

lesionaría en último extremo, el derecho social de perseguir los delitos, lo 

cual ser(u motivo de seguir un juicio de responsabilidad. pero de ninguna 

manera daría materia para una contr~versia Constitucional.; pues de 

establecerse lo contrario, es decir, de conceder el amparo éste temirla por 

objeto obligar a la autoridad responsable a ejercitar la acción penal, lo 

cual equivaldría dejar al arbitrio de los tribunales de la foderación la 

persecución de los delitos, contrariando expresamente el contexto del 

artículo 21 invocado". 

T. CV. P. 1926, amparo penal en revisión 2600/48, Rosa 

Barberena María, 30 de agosto de 1950, mayor!a de tres votos. 
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Cuuido el Ministerio Público se nic88 a actuar se priva al 

ofendido de los derechos que tiene de la reparación del dallo, puesto que 

aún cuando se llevara al Ministerio Público a un juicio de 

responsabilidad, de ninguna manera quedaria salvaguardados sus 

derechos. De ésta manera, el Ministerio Público viola el derecho social 

de perseguir los delitos .• que da lugar a un juicio de responsabilidad; pero 

también viola el derecho del ofendido a la reparación del daiio, que da 

lugar al juicio e.le amparo. 

d) Afinna la Suprema Corte que el ejercicio de la acción penal es 

exclusiv,, del Ministerio Público y no compete a los particulare~: 

"Acción penal, ejercicio de la. Conforme al artículo 21 de la 

Constitución, el ejercicio de la acción penal compete exclusivamente al 

Ministerio Público, como representante de la sociedad. y no a los 

particulares. De esto se deduce que dicha acción no está ni puede estar 

comprendida en el patrimonio de éstos. Ni constituye un derecho privado 

de Jos mismos". 

Quinta época: T. XXXW, P. 1180. Zarnte Ignacio G. ídem, T. C. 

P. 1010. 8585/48. idem, T. LXXXII. P. 379, Gutiérrez Anselmo. idem, 

T. CllI, 3934/46. T.P. 898. 

La Constitución en el articulo 21, jamás mencionas que sea 

facultad exclusiva del órgano acusador, el ejercicio de la acción penal. 

Señala Héctor Fix Zamudio "de dicho precepto no se desprende con -- -
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claridad la existencia del monopolio del ejercicio de la acción penal en 

:lilvor del Ministerio Público". (63). 

El particular en ní~n momento pretende realizar el ejercicio de la 

acción penal por si mismo, lo que demanda es que el amparo se declare 

la falta de fundamento y motivación en la negativa del Ministerio Público, 

lo ,;ual le causa un perjuicio, al no obtener la reparación del daño 

causado p.ir el illcito penal. 

~f0tZ&Muo111H1!Crar. Funt16nCan111tUe1on11ae11itP.,an1U1"IOJW10lt\i,UNAll,Vrl978. P. tu 
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e o Ne L u s 1 o NE s. 

PRIMERA: La acción penal es el poder jurldico de realizar la 

condición para la acwación de la voluntad de la ley, por lo tanto la acci<\n 

pe~al es el dominio que le da el carácter al proceso, en donde se inicia y 

lo hace llegar a la culminación (La sentencia). 

SEGUNDA: Para que la acción penal surja se deben ajustar los 

presupuestos legales del articulo 16 Constitucional. en cl<'ncle 

posterionnente debe existir el anexo entre et órgano de acusación y el 

órgano jurisdiccional para la acción pree"ista. 

TERCERA: El Estado tiene el monopolio de la acción penal que 

deja a cargo del Ministerio Público sistema que no es puro y concreto. 

Toda vez que al encnrgar al Ministerio Público, el ejercicio de la acción 

penal se deja en manos de este, decidir si actúa o no según ~ea su 

criterio, y al momenh' de no ejercitar la .acción penal se deja en estado de 

indefensión a la parte agraviada por el delito. 

CUARTA: No es un derecho patrim<'nial del representante social 

del ejercicio de la acción, pues como hemos visto, una de las 

características de la acción penal es la de legalidad. 

QUINTA: El articulo 21 Constitucional esta clasificado dentro de 

las garantías individuales, que constituyen una limitación al poder del 

Estado por el reconocimiento que se hace de esos derechos que al ser - -
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violados por alguna autoridad, tiene el quejoso para su defensa el juicio 

de wnparo, cuyo objeto es restituirle en el goce do! la garantía violada. 

SEXTA: Si bien es cierto que hasta nuestros dlas existe un medio 

de control interno al no ejercicio de la acción penal por parte del 

Ministerio Público, el que regula el articulo 133 del Código Federal de 

Procedimientos Penale~ que solo da lugar a una falsa esperanza para el 

ofendido, toda vez que el Ministerio Público, al no ejercitar lo acción 

penol por detem1inadas circunstancias. se lo hace saber a su superior 

jerárquico hasta llegar ul Procurador, mismo que decide no ejercitar la 

acción penal, y a su vez. el mismo Procurador quien revisa la queja 

interpuesta por el ofendido. 

SEPTI!l.1A: El Ministerio Público debe ceñirse a su actividad 

propia y natural de investigación de los delitos y ejercicio de la acción 

penal de buena fe y con espiritu de justicia. pero aún dentro de este 

campo, es preciso limitar la hipertrnfia que se ha ocasionado en nuestros 

ordenamientos legales, en virtud de un indebida interpretación que hasta 

la focha se ha hecho del articulo 21 Constitucional de tal forma que, por 

una parte se suprima el llamado m''nopolio del referido ejercicio de la 

acción penal en dos dimensiones; es decir, en primer térn1ino con la 

intervención del llllevo órgano Constitucional se dé un control judicial 

para que las decisiones del Ministerio Público en cuanto a la negativa al 

propio ejercicio de la acción penal, a su desistimiento <' a la fonnulación 

de conclusiones no acusatorias que le han pcm1itido disponer 

indebidamente del conterúdo del proceso penal sean sujetas a una - - --
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exhaustiva revisión; y en segundo lugar otorgando al ofendido o a sus 

causahabientes la calidad do parte accesoria o subsidiaria del Ministerio 

Público, como lo enmarca el articulo 9 del C. P. P. del D. F. 

OCTAVA: El órgano jurisdiccional revisor, deberá establecer 

departamentos consultivos de elevada categorla técnica y jurídica, que 

les permita emitir dictámenes administrativos y judiciales que sirvan la 

verdadera solución al problema del no ejercicio y desistimiento de la 

acción penal. 

NOVENA: Con la refonna del numeral 21 del Pacto Federal, se 

trata de salvaguardar los intereses del ofendido, con la supervisión de un 

órgano jurisdiccional externo al de la Institución del Ministerio Público, 

cosa que me parece contraproducente. toda vez que al existir un órgano 

regulador, que por o'U puesto no e~ el que conoce del an1paro, se da paso 

a que la intervención de ésta, sea un sistema parecido a la del mismo 

amparo. Ahora bien el juicio de wnparo no harla otra cosa que revisar la 

Constitucionalidad de las actuaciones del Ministerio Público, y por lo 

tanto el efecto de esta seria obligar al Ministerio Público a que continúe 

ejercitando la acción intentada. no interviniendo directamente en el pre­

proceso sino solo como órgw10 revisor del mismo. 

DECIMA: Debe establecerse la procedencia del juicio de amparo 

contra actos del Ministerio Público que se niega a ejercitar la acción 

penal, cuando se encuentran satisfechos los requisitos exigidos por la ley. 
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DECIMA PRIMERA: El amparo pedido por el ofendido en contra 

del desistimiento de la acción por parte del Ministerio Público, si es 

procedente, en contra de la opinión de la jurisprudencia de la Corte. 
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